
El DERECHO DE LA INTEGRACIÓN 

El desarrollo de organizaciones internacionales, que 
tienen como objeto la integración de un grupo de 
Estados, ha originado una revolución jurídica que no 
ha podido adaptarse satisfactoriamente al Derecho 
Internacional clásico. Es en este contexto que surge 
el Derecho de la Integración. 

El autor, desde la experiencia europea, nos explica 
cómo es que operan las organizaciones internacio­
nales inmersas en procesos de integración, basadas 
en la cesión de competencias ejecutivas, legislativas 
y judiciales de los Estados miembros a los órganos 
comunes. Asimismo, señala la manera en que los 
cont1ictos normativos entre las normas estatales y las 
norma.s de la organización se resuelven sobre la base 
del principio de primacía, el cual se funda en el 
mismo proceso integrador. Además, indica la forma 
en cómo reciben los países miembros las decisiones 
de estas organizaciones, basándose en la teoría 
monista que señala que existe un solo ordenamiento 
jurídico, por lo que la norma internacional se aplica 
de forma inmediata en el Estado miembro. 

José Manuel Sobrino · 

INTRODUCCIÓN 

Uno de los rasgos m,1s sobresalientes de la sociedad 

internacional contempnrimea es la presencia y proli­

feración de Organizaciones lntf'rndcicmales, esto es, 

de mecmismos institucionalizados de cooperdción 

permanente y voluntaria que d,1n vida ,1 unos sujetos 

independientes dotados de voluntad propia destind­

dos a alcanz,1r unos objetivos colectivos. Rudinwntd­

rias y princip<llmente técnicas en un principio, I.Js 
Organiz,Kiones lnternacionc1les se han ido aíirm;mdo 

a lo largo del presente siglo, al ampl i,me y divcrsificmc 

su campo de actuación que, en l;l actualidad, ab,ucJ 

pr,ícticamente IJ totalidad de lds actividades lnHn,J­

nas. Su multiplicación, y el incremento de sus compe­

tencias, no podía dejar de afect.Jr ,¡/Orden jurídico 

lnternacion.JI, y, en este sentido, al no ad<Jpt,use 

convenientemente al Derecho internacion,ll cl;ísico, 

ha propici.Jdo la aparición de un Derecho institucio­
n,ll cuya lógica postula un cierto gr,¡cJo de subordind­

ción del Estado a los organismos crcddos. Es precisd­
mente dentro de este proceso jurídico donde surge el 
Derecho de la Integración. 

En este sentido, cabe observar cómo I,Js Org,mizacio­

nes Internacionales han pasddo a ocupar, progresivd­
mente, un lugar significativo en la vida intern,JCion,¡/; 

y, si ello, ciertamente, no ha supuesto el despi,Jz,J­

miento del Estado nación, que continua siendo la 

espina dorsal de la socieddd internaciondl, lo que si h,1 

hecho es, por un lado, ,1brir fisuras en el monopolio 

que, hasta fechas recientes, ejercían los Estados en 

materia de subjetividad internacional; y, por otro 

lado, cuestionar el dogma de la soberanía <lhsolutJ del 

Estado. Esta situación explica que el Est.Jdo miembro 

Cttcclr,itic o dt' IJcrcclto lntcrn0c ton,ll l't'tlllico_ Dtrcctor del Instituto dtc' btuuios Europeos "Salvador de M,1cLlri,1ga" Univcr,tcldcl dt' 1 d 
( oruií.t. hpdil.t, 

THEMIS 42 
7 



José Manuel Sobrin~--------- _________________________ _ 

de una Organización en proceso de integración (la 
U.E., el Mercosur o la Comunidad Andina) no se 
asemeje ya d aquel Estado nación de comienzos de 
Siglo en Europa o en América. 

Lc1s r,1zones de ello son varias, pero, por lo que ahora 
nos interesJ, vienen ligadas al fenómeno de la Orga­
nización Internacional, esto es, de estos nuevos suje­

tos internacionales que poseen una existencia jurídica 
propia distint,l del conjunto de los Estados que la 
componen. En efecto, van a disfrutar de personalidad 
jurídica interndcional, pero a diferencia de los Esta­
dos, sujetos originarios y soberanos, que poseen una 
personalid,1d plena y general, la personalidad de las 
Org,111izaciones va a estar afectada por el principio de 

!,1 c~specialiclc1d que inspirJ todo su régimen jurídico; 
es decir, va a estar 1 imitada a los ob¡etivos y funciones 
que les fueron confiados, tal y como aparecen enun­
ciados o pueden deducirse de sus tratados constituti­
vos y h,m sido desarrollados en la pr,1ctica. Se trata, en 
sumd, de una personalidad funcional, que se nutre de 

las competenci,1s que les atribuyen los Estados. Los 
,·1mbitos ,ltribuidos pueden ser más o menos numero­

sos e importdntes, sin embargo nunca se encuentra 

como t'n el Estado, frente a un campo de acción 
teóric c1nwnte ilimitado. 

El reparto de competencias entre la Organización y 
sus miembros es un criterio que nos permite, precisa­
mente, distinguir entre aquellas Org<1nizaciones 1 nter­
ndcionales -l,1s m,1s numerosas- d las que sus Estados 
miemiJios no han cedido el ejercicio de competencias 

sober<1n<1s y que se proponen simplemente instituir 
un,¡ cooperación entre los mismos y coordindr sus 

,¡ctividddes con vistas a Id satisfacción de unos intere­
ses comunes; y, aquellas otras Organizaciones -la 
excepción- en las que se produce una transferencia 
real del ejercicio de competencias soberanas, acep­
tando sus Estados miembros limitar -aunque sólo sea 
en materias restringicL1s- sus competencias, sometién­
dose de este modo a una autoridad exterior y superior 
d lm mismos que se concentrd en las instituciones de 

Id Organización, creándose de este modo unas Orga­

nizaciones Internacionales que tienden hacía la inte­

graci(m o la unificación de sus Estddos miembros en 

aquellos ,1mbitos en los que se les h.1ya transferido 

competencids, y que, unos las califican de Organiza­
ciones supranacionales y, otros prefieren, denominar­
i,ls simplemente Organizaciones de integración o en 
proceso de integración. 

La mayor pdrte de las Org,lllizaciones desarroiiJn 

funciones de cooperación mediante la re.1lización 

de unds acciones coordinadas entre sus miembros 
con el fin de ,1lcanzar unos objetivos colectivos. 
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Constituyen la vía clásica, respetuosa de la soberJnía 

de sus Estados miembros, y en ellas se traspasa la 

técnica de la negociación y de la adopción de 
decisiones por unanimidad a unos órganos comunes 
y permanentes. La cooperación es estrictamente 
interestatal, en el sentido que las decisiones de la 
Organización -adoptadas por unanimidad- se diri­
gen a sus Estados miembros; esto es, no son aplica­

bles en sus territorios sin su autorización y media­
ción. El establecimiento de una secret.1ría y la parti­
cipación de delegaciones permanentes en los órga­

nos que se crean ha reforzado los medios de acción 

de las mismas, y las aleja del modelo de la conferen­
cia internacional, no obstante los Estados pretenden 
proseguir la cooperación de un modo tradicional, 
manteniendo intactas sus soberanías, salvo casos 
excepcionales y provisionales. 

junto a la técnica organizativa que ac1b.1mos de 
describir, han surgido recientemente en la escena 
internacional unas Organizaciones que pretenden, 

como señalaba, la integración de sus Estados miem­
bros. En ellas se opera una cesión de competenci<>s de 
los Estados miembros a los órganos comunes, que se 

caracteriza, adem:1s, por suponer la atribución de 
poderes del mismo tipo que los que result,ln de lds 
íunciones superiores de un Estado d unos órg,mos 
independientes de los Estados, y por !,1 posibilidad 

que tienen dichos órganos de pronuncidrse por mayo­
ríd en caso de estar formados por represent,mtes 

gubernamentales (y no por unanimidad corno en las 
Organizaciones tradicionales), a 1 tiempo que las deci­

siones que adopten podrán tener, en determinadas 
ocasiones, autoridad directa e inmediata en los órde­

nes jurídicos nacionales, donde, además, se vdn a 
aplicar con c.1rácter prevalente. 

La atribución del ejercicio de competencias sobera­
nas de los Estados miembros a las Instituciones Comu­
nes, que caracteriza a las Organizaciones de Integra­

ción, se plasma y caracteriza en ciertos rasgos que le 
son propios, entre los que merece destacar, en mi 
opinión, los siguientes: 

- Alcance de la atribución operada que, aunque 

limitada por el principio de la especialidad, afecta 

a materias tradicionalmente reservddas al Estado, 
teniendo ademé'1s estas atribuciones un car (¡cter 

evolutivo, pudiendo ampliarse por el juego de las 
disposiciones del tratado constitutivo o por el de 
la teoría de las competencias implícitas; 

- Funciones que va ejercer que cubren l<1 g,¡m,¡ de 
lds funciones estatales (ejecutiva, legislativ,l y 

judicial); 



- Decisiones a adoptar, que incluyen la posibilidad 
de adoptar algunas de carácter general, obligato­

ri<1S y directamente aplicables en cada Estado 
miembro; 

Existencia de una real independencia organ1ca 
respecto de los gobiernos nacionales, pues la 
mayoría de las instituciones están compuestas por 
personalidades independientes corno ejemplifican 
la Comisión y el Tribunal de justicia de la Comu­

nid,1d Europea, o reúnen representantes de los 
pueblos elegidos directamente por sufragio uni­
versal (es el caso del Parlamento europeo de la 

U. E.), o bien, si se trata de un órgano formado por 
representantes gubernamentales, cabe l;1 posibili­

cJ,¡cJ ele que sus disposiciones se adopten por 

mayoría; 

- fJisírutc de und gran autonomía, tanto por lo que 

respect,1 ,¡ su orden jurídico, como por lo que se 
rdie1·e a su independencia financierél, merced a id 
existenci,¡ de recursos propios, como en fin, por la 

posibilidad de pdrticipar en su propio nombre en 
l,1s rei,Kiones internacionales. 

Estos r<1sgos nos definen unas Organizaciones que se 
sitLJdn entre l<1s Organiz;1Ciones lnternacion;¡les clási­
C.1S y l,1s estructuras federales. La distribución de 

competencias que operd en su seno es tan profunda 
que no pucdl'n equipardrse absolutamente a las Orgd­
n iz<~cion<'s tradicionales, mientras que la retención de 

detem1in,1clos poderes soberanos por sus Estados miem­
bms impiden t,1mbién que puedan ser calificadas de 
Est,Hlos íeder,¡Jes. Es, en PI marco de estas Organiza­

ciones donde gPrmin<l el llamado Derecho de la 
lntcgr<~ci()l). 

Los modelos m.1s ,¡v,mzados de una Organización y 
ele un Dc1·ccho de est,1s c:<Hdcterísticas son, sin lugar a 
dud.1s, la Uniún Europe,1 y el Derecho Comunitario 

Europeo y, por esta r.1zón, voy a tornarlos como 

reíerente al<~ hor,1 ele ex.1minar los aspectos que, a mi 
entcnclPr, destac.m en el estudio del Derecho de la 

lntPgración. En eíecto, el proceso de integración euro­
lll'O h.1 .1lumbr;1do un peculiar Derecho de la lntegra­
ci(m, E·l Derecho Comunitario Europeo. Este Derecho 

convive dentro de los sistemas jurídicos de los Estados 
m il'n1lnos con el Derecho naciona 1, y tiene frecuen­

temente sus mismos destinatarios. En tales circunstan­
ci<~s se h,KP imprescindible saber qué normas se 

a pi icm. IJucs bien, la <1tribución de competencias que 

,1comp.üía a t'ste modelo de integr<1Ción implica nece­

sari,mwnte el reconocimiento de los efectos de los 

.Jetos ,1dopt.1dos por J,¡s instituciones comunitarias, de 
1.1! íorm,1 que dichos .Jetos podrán tenPr efecto directo 

_____ El Derech<J_de la_l_rl_~ra_ción 

en el Derecho interno y van a prevalecer sobre el 
Derecho nacional contrario. Ello nos llevará a expo­

ner, en las páginas que siguen, en primer lugar, la 

tensión integración-soberanía, de la que se deriva lil 

cuestión de la aplicación efectiva de las normas 
comunitarias en los sistemas jurídicos nacionales (A) 
y, posteriormente, veremos cómo se ha reconocido la 
primacía de las normas comunitarias sobre las nacio­
nales (B), lo que, a la postre, constituye un importante 
test que nos permitirá calibrar el alcance logrado por 
el proceso de integración europeo. 

A) INTEGRACIÓN JURÍDICA Y COMPETEN­
CIA DE ATRIBUCIÓN 

a) De las Constituciones de los Estados nación a la 
"Constitución" de la Unión Europea. 

Una r;1pida visión de la historia del Continente euro­

peo arroja como elemento identificativo, la presencia 

de Estados nación, ti tu lares exclusivos del ejercicio de 
una soberanía que se estimaba individual, abstract.1 y 
absolut.J, y en cuyo marco, la organización política de 
los mismos giraba exclusivamente en torno a sus 
Constituciones nacionales. Con el tiempo, este pano­
rama comenzó a transformarsl', sobre todo, desde el 

momento en que se crean Organizaciones Internacio­
nales que pasan a detentar, también, el ejercicio de 
competencias soberanas. Veamos brevemente como 

se desarrolló primeramente este proceso, y luego 
cómo se concretó en la actual Unión Europe.1. 

Como es sabido, al finalizar la Segunda Cuerra Mun­
dial, la situación en el Continente Europeo era tal que 
numerosas ideas federalistas que se habían ido 

conceptualmente construyendo en el período de 
entrcguerras encontraron un excelente caldo de culti­
vo. En efecto, en aquella Europa arruinada y destruid,1 
fueron germinando una serie de movimientos, confe­
rencias y, sobre todo, Organizaciones Internaciona­

les, de un modelo nuevo, que inician un lento pero 
continuado proceso de integración de los pueblos 

europeos. La novedad de tales Organizaciones radica 
en que sus Estados miembros, a través de mecanismos 

constitucionales internos que lo preveen, van a ceder 
a las mismas el ejercicio de parcelas de soberanía 
cada vez más amplias, dando entrada, de talm<~IWra, 
d una nueva idea de soberanía, la de un;¡ soberaníc1 

relativa y divisible. 

Este proceso, de corte inicialmente funcionalista, sus­

tentado en realizaciones concretas a través de las 

cuales se fueron creando unas solidaridades de hecho, 
se inicia el 9 de mayo de 1950, con la Declaración 
Schum,m, en la cual, el entonces Ministro de Asuntos 
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Exteriores francés, anunciaba la propuesta hecha a 

Alemania de creación de una Comunidad Europea del 
Carbón y del Acero, abierta¡¡ la participación de otros 
países de Europa. Esta Organización vio la luz el1 B de 
.1bril de 1 CJ51 y con ella aparece una nueva expresión 
en ellengu,1je jurídico internacional, me refiero a la de 

"supranaciondlidad", recogida en el artículo 9, párra­
fos 5 y 6 de su Tratado constitutivo (mención, hoy 
desdp<~recida, corno consecuencia de su abrogación 
por el drtículo 19 del Tratc1do de Fusión de 1965). 

Distintos avatares internos c1 Europd la han ido impul­

s,mdo por el camino de una progresiva integración. 
Este c1mino nos llev,1 d la íirma en Romd, el 25 de 

rn;¡rzo dt' 1957, de los Trdtddos por los que se crean 
l,1 ComunifLld Económica Europe,l y la Comunidad 

Europed de la Energíd Atómica, con lo que se confor­

llldll los tres elementos esenciales que sustentan la 
columna comunitari.J del Ordenamiento jurídico 

C:urnunit,1rio. Desde entonces, el proceso de integra­
( ión 110 hd ces.1du dl' dV,Jnzdr, a veces m{¡s r:1pido 
otrds m,ís lentdrnente, hdsta ir configurando una Unión 
ruro¡wd yd no sólo ecunómic¡¡ (el Mercado Interior 
LJnil o es Ulld realidad desde el 1 de enero de 1993), 
sino t<ln1bi('n políticd (rncrced al Tratado de Mc1astricht 
del 7 de febrero de 1 tJCJ2), así como social (gr,¡cias al 
T rdtddo de Armterd,m1 del 2 de octubre de 199 7) y, en 

íin, rnorwtdria (pldsmado en la rnorwda única, el euro, 

cif:•sde c•l 1 de c•nero de 1 CJ99). 

Ld Unilín Europed es Id denominación con la que se 
t<JI1UC<' Id Í<1sc ,1Ctu.11 de este proceso de integración 

l'umpl'd que dCdh,11nos, brevemente, de esboz,1r. 
[st,í constru rd<l, Id 1 y corno se desprende del T rdtado 
dl' i\rnstercLm1, sobrt> tres pil,nes jurídicos: uno de 

ndturdll'Zd c:omunitdrid, c:oníorrnado por las tres 
Cunn1r1iclddes preexistentes (Id CECA, 1 CJ51; Id CE, 
1 'lS7; y, Id CEE!\, 1 'J57J, y dos de t>sencid interguber­
lldnWr1tdl: L1 Políticd Exterior y de Seguridad Común 
y Id C:ooperdción en llldteria de justici,1 Pen,1l y 

l'ol ic Íd. 

Su rnioion íund;1ment,1l es Id de organizar de rnodo 

e olwrc'rlte y sol iddrio lds relaciones entre los Estados 
rniernhros y entre sus pueblos. Hoy en dí<1, el número 
ele Fst.tdos que pdrticip,men este proceso de integra­
ci<JI1 l'CuncJmicd, políticc1 y socic1l es el de quince, 
ptwsto qut~ <1 los seis Estddos origin.Jrios que confor­
rn,¡IJ,mld "Pequería Europa" (Alemania, Bélgica, Fran­

cid, IL1Ii,1, Luxemburgo y P,lÍses B,1josl, se le fueron 

dl-1ddiendo: primero, en1 <J7l, Dinam,1rca, lrl,mda y el 

1\c·ino Unido; m,ís LmJe, en 1981, Grecia; luego, en 

1 'iH6, Espdrld y f'ortugdl; y, finalmente, en 1995, 

;\ustri<l, Finl,mdi.J y Suecia. Este incremento progresi­

vo clt· bt,1dos miemuros sigue Jbierto, y desde 1998 
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se desarrollan negociaciones oficiales para Id adhe­
sión de nuevos países europeos. Y, a lo largo de la 
Conferencia lntergubernamental de 2000, se están 
discutiendo las neces<Jrias reformas que en el marco 
institucional y en el proceso decisorio deben acompa­
r1ar a t¡¡J ampliación. 

Los oujetivos que persigue la Unión Europea, tal y 
como aparecen enunciados en el Tratado de la Unión 
Europea, son los de: 

Promover el progreso económico y social, un 

alto nivel de empleo, y conseguir un desarrollo 
equi 1 ibrado y sostenible, principal mente medid n­
te la creación de un espacio sin íronteras interio­

res, el fortalecimiento de la cohesión cconómrc1 
y social, y el establecimiento de una unión eco­

nómica y monclaria que implicu;í und moneda 
únic1; 

- Afirmar su identicJ¡¡cJ en el :m1bito internaciondl, 
en particular mediante l¡¡ realizdción de una polí­
tica exterior y de seguridad comCm que incluy¡¡ l,1 
deíinición progresiva de Lm,1 fJOiític.J de defens.l 
corn Cm; 

- Rdorzdr la protección de los dcn,chos e intereses 

de los nacionales de sus Estados miembros, me­
diante la creación de una ciudad<1r1í,1 de Id Unión; 

- M<mtener y deszmollar la Uni(Jn como un esp.1cio 

de libertad, seguridad y justicid, en el que esté 
gar¡¡ntiz,1da la libre circulación de per·sorldS con­
juntamente con medid,Js adec:u,1d,1s respecto di 
control de las fronteras exteriores, é"l ,¡silo, Id 
inmigración y la prevenrión y Id luchd contr,J la 

delincuencid; 

- M,¡ntencr íntegrdmente el acervo comunrt;Jrio y 

desarrollarlo. 

Para ,1lcmzar estos objetivos, la Unión Europea cuen­

td con una estructurd institucion,11 donde .lpdrecen 

reflejddos los diversos intereses que intervienen cnl.l 
construcción europe,J: los intereses de los Estddos 
miembros (el Consejo dt> Ministros); los de lm puehl os 
europeos (el Parlamento Europeo); los intcrvses estric­
tamente comunitarios, írentP ,1 los intereses singuldres 
de los Esudos miembros (1,1 Comisión Europea); los 
intereses de la Comunid,1d de Derecho (el Tribunal de 
Justici,l y el Tribunal de Primvr,¡ lnst.Jncia); Id "con­
ciencia íin,mcier,¡" (el Tribunal de CuenL1s); los intc'­

reses regiondles y locdes (el Comité de las Regiones); 

y, en íin, los intereses del mundo del trabajo (el Comité 

Económico y Socidll. 



Dispone adern,ís de un Ordenamiento jurídico propio 

y autónomo, el Derecho Comunitario Europeo que se 

coniigura corno un conjunto organiz,Jdo y estructura­

do de normas jurídicas, que posee sus propias fuentes 

y c>stá dotado de órganos y procedimientos aptos para 

producirlas, interpretarlas y sancionar su incumpli­

miento. Se cc~racteriza, corno veremos, por su prima­

cía con respecto a los derechos internos de los Estados 

miembros y por t'l efecto directo de toda una serie de 

di spos ic iones comun it<l rias. 

En este sentido, lds normas comunit<1rias no tienen 

como Cmicos destinatarios a los Estados ni como 

objeto exclusivo las rci,Kiones interestatales o los 

comport.ullicntos est,Jtales, sino que además, ,¡fectan 

d los derechos y obligaciones de los particulares y 

est:m dirigidos a éstos, quienes pueden invocarlas 

ante los Tribundlcs. Por estas razones, el Derecho 

Cor11unitario Europeo se coniigura como el ejemplo 

m,ís ilustr,Jtivo de un Derecho de Id Integración, en su 

doble vertiente, de construcción teórico-conceptual y 

clt• rt'<lliz,JCión de av,liKCs y experiencic~s concretas. 

El nCrclco norrndtivo de este Derecho de lntc•gración 

que <'S el Derecho Comunit,1rio cubre, fundamental­

mente, c·lrm·rcHio interior, con sus libcrtc1des fuml,l­

mc·ntd les ( 1 ihre ci rculcJcicín de mvrc1ncías, 1 ibre ci rcu­

I,Jciórl ele> tr,llJcJj,Hlores, libert,Jd de establecimiento, 

libre· llll'SlM ic'm ele servicios y libre circul.1ciórl de 

e .1pitalcs y pagos) y su réginwn en rnateria de conl­

lwtencia. Este merc.Jclo se cumplcnwnt.J con unas 

políticd'> comunitarids en los siguientes ámbitos: 

econc'>micu y rnorlL't.Jrio, ,¡grícoi,J, de visadm, ele 

,1silo e inrnigr,Ki(m, de tr,lllsportes, fiscal, de em­

pko, corncrcicJI, soci.1l, de educ.1ción y JUventud, 

cultur.1l, de con~umiclores y de sanidad, ele redes 
lr,Jmeumpcjds, imlustri,ll, de cohesión económicc1 y 

soci.1l, de investigación y desarrollo tecnológico, 

,1mb icnt,JI y de cuoper .1c i ón ,11 des arrullo. Este corpus 
de norm,Js se cmiquecP, dd<-'lll:ls, con otrds de n,Jtu­

r.Jiezd intcrgubt•rn.Jrnent,JI en los terrenos de la co­

fliJl'r,H i(Jil en el árn!Jito de l,1 Política Exterior y de 

Svguricl.Hl común, y Pn el de !.1 cuopt•ración poi icial 

) ele JUStiCid iJC'Il.ll. 

El Derecho Comunit.1rio se ha ido convirtiendo, pro­

grc·sivanH'rltc, en el verclc1dero cemento jurídico de la 

e orlstrucci<'m curop<'a. Dct.Jim.Jnerd, sin su presencia 

y c.Jr,JCterístic dS, difícilmente se hubiera ,wanzado en 

todm los ircntc.., en los que la integr.1ción comunitaria 

curop<'<l lo hd hecho h,Jstd la iecha. En este sentido, 

hay que suiJray,n que l.1s Comunid,Jcks Europeas no 

son sólo ir u lo dciiJerecho (los T r at.1dos constitutivos), 

~ir1o que, ddcm,ís, constituyen Comunidades de Dere­

cho, y Id Unión Euro¡JP,l, fund.1dd en ellas, cornp;1rte 

_ __!_1_!> erec_ll(>_~~ 1 a 1 nte_g~a ció n 

esta naturaleza. El Derecho Comunitario constituye, 

pues, un factor importante de integrc~ción y un rasgo 

diferenciador de la misma respecto de otros modelos 

de Organizaciones, como son las Organizaciones de 

coopercJCión, e, incluso, de otras que inmersas tam­

bién en procesos de integración se encuentran aún en 

fases menos adelantadas (Mercosur o Comunidad 

Andina). Ello explica, además, que las relaciones que 

se dan en la UE entre sus sujetos (Estadm miembros, 

Instituciones y personas jurídicas y físicds) se hayan 

legalizado en una alta medida, y se encuentren bajo 

el control del Tribunal de Justicia de las Comunidades 

Europeas a quir·n compete garantizar el respeto del 

Derecho en la interpretación y aplic.Jción de las 

normas comunitarias (art. 220 TC:E). 

Pero, además, si el Derecho Comunitario, constituye 

un verdadero Derecho de Integración, se debe, Pn 

buena medida, a que ha conseguido impl,llltarse 

profundamente en 1 a re a 1 idad Jurídica de lo~ Estados 

miembros, y ello se debe J que es concebido, interpre­

tado y aplicddo, corno una norma uniíormc por los 

ciudc~danos, las administraciones y los órg,mus juri~­

diccion,Jies de todos los Estados miembros, y al hecho 

de que son los propios pc1rticulares quienes lo h,m 

invocado ante sus jueces naciondles, corno reconoce 

una reiter.Jda jurisprudencia inici.1da en I,J ST JC:E del 

5 de febrero de 1963 (V,m Cend er1 Lom, 26/62, f\ec. 

p.1 ), lo que en parte, convierte a estos LJitimos en unu~ 

importantes instrumentos de control dv Id corr<'Cld 

a pi icación de este Derecho. 

Ello ha permito que el propio proceso de intr'gr.Jción 

europPo hc~y,J, d su vez, gestado un Ord<'n,lmiento de 

corte "constitucionc1l" autónomo (v<\mse, en estv 

sentido, los pronunciamientos del TJCE: STJCE del 23 
de abril de 1 ')86, "Los Verdes", 2<)4/83, RPc. p.l33'); 

Dictamen C-1/91 del 14 de diciembre de 1991, t:EE, 

Rec. p. 1-6079; Dictamen 3/94 del13 de diciembre de 

199 S, GA TT -OMC-Acuerdo marco sobre los plát,J­

nos), donde tienen cabida principios y norn1.1s e uyos 

destinatarios no son Cmic.1rncntc los E~tados y las 

Instituciones comunitari,Js, sino quP, adem,ís, aÍ<'Ctdn 

a los derechos y obligaciones de lus propios ciudadd­

nos comunitarios y estim dirigidos ,1 éstos quienes 

pueden invoc.1rlas ante sus Tribunales. Medi,mte el 

mismo se regu lc~n lc1s relaciones de todos los sujetos de 

la Unión Europea entre sí y con su estructur.J imtitu­

cional, se íij,m los objetivos comunes, se distribuy<·n 

las competencias y se est,Jblecen l,1s rcgl.1s de juego 

medi,mte I.Js cuales se .1doptan las decisiones rk 

obligado cumplimiento, aplic.1bles direct.Jment<' <'n 

los Est.1dos miembros y con primacía -,obre la lcgisi.J­

ción nacronal. Todo ello implicc~, de un lado, los 

necesarios ajustes y previsiones en las Constituciones 
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Políticas de los Estados miembros y, de otro, supone 
la aparición, merced a la atribución del ejercicio de 

competencias soberanas a las Instituciones de la Unión 

Europeil, de un modelo constitucional aplicable a los 

Tratados constitutivos de esta OrganizJción lnternJ­
cional, lo que encierrJ un problema jurídico: un 

Trat,Jdo no es una Constitución, y una Organización 
Internacional no es un Estado Federal, aspectos que 
paso a ex;:¡minar en el siguiente epígraie. 

b) Atribución del ejercicio de competencias sobera­
nas, integración jurídica y supranacionalidad. 

El proceso de integrJción europeo se cimienta sobre 
el Derecho Comunitario Europeo. Este Derecho de 

lntegrc~ción, propio y autónomo, se creJ, aplicJ y 
des<Hrolla, gr;:¡cias ;1 que los Estados miembros han 

consentido limitar, a favor de las Instituciones comu­
nit,Hias y en Ambitos específicos, el ejercicio de sus 

derechos soberanos. 

En decto, p¡¡r,l conseguir los objetivos mencionados 

y par,J cksarroiiM mediante unas normas jurídicJs 
propias y autónomas elmercJdo interior único y l,1s 

políticas que lo complementan, la Unión Europea 
tiene ;¡tribuidas una serie de funciones y de compe­
tencias. En este sentido, cabe destacar a título preli­
minM, cómo l;:¡ Unión Europea, y las Comunidades 

curope,Js sobre I;Js que se sustenta, no gozan de 
com¡wtenci,Js ilimitadas y ello a pesar de estar des­

tirJadas ,¡la prosecución de amplias metas y a eJercer 
poderes de vasto ale ,mee, puesto que, a el iferencia de 
los EsLHlos y a semepnza de las dem:1s Organiz;:¡cio­

nes lntern,Jcionales, no poseen, según la expresión 

tradicional, mAs que una simple competencia de 
,Jtribución. 

Esll' principio aparece claramente enunciado en el 
,Jrtículo 5 del TratJdo CE, donde se dice que: 
"L1 ComunicLJd actuar{¡ dentro de los límites de las 

competencias que le atribuye el presente Tratado y de 
los obwtivos que f'ste le Jsigna". 

Fero qui(•n dice atribución de competencias a las 
lmtituciones comunit,Hias, dice lógicamente, tam­
bi{'n, limit,Kión correlativa de poderes soberanos de 

los Estddos miembros. Este fenómeno, definidor de los 

procesos ele integr,JCión, ha sido puesto de relieve por 
la jurisprudenci,¡ del TJCE, donde se ha subrayado 

cómo, a diferencia de los trat,Jdos internJcionales 

ordinarios, el tratado de la CEE instituyó un ordena­

miento jurídico propio, que al quedar integrado en el 

sistema jurídico de los Estados miembros a partir de la 

entrad,¡ en vigor del mismo, se ha impuesto a sus 

juri,dicciones; y cómo, ,JI cre;use una Comunidad de 
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duración ilimitada, dotada de instituciones propias, 
de personalidad, de capacidad jurídica, con capaci­

dad de representación internacional y, más concreta­

mente, de poderes efectivos que emanan de una 

limitación de competencia o de una transferencia de 
atribuciones de los Estados a la Comunidad, éstos 

últimos han limitado, aunque en esferas delimitadas, 
sus derechos soberanos y creado, de esta forma, un 
derecho a pi icable tanto a sus nacionales como a ellos 
mismos (ST)CE, del15 de julio de 1964, Costa c. ENEL, 
Rec. 1964, p. 1159). 

El buen desarrollo de este fenómeno paralelo de 

atribución de competencias y de desposeimiento de 

poderes soberJnos, debe descansar en dos datos 

ineludibles y previos: uno, que los sistemas constitu­
cionales internos de los Estados miembros lo permi­
tan, esto es, que las Constituciones Poi íticas hay<m 
prepJrado el terreno; y, dos, que dichos Estados no 
estén aferrados a la doctrina de la soberanía absoluta, 
pues, si eso ocurriera, sería imposible su participación 

en Organizaciones de integración. 

Por lo que se refiere a este segundo dato, vemos córno 

la atribución de competencias -test, vuelvo ,1 insistir, 
en todo proceso de integraci(m- descans,J en una 

noción de soberanía alejdcJa de L1 tradicional idcJ de 
una soberanía abstracta individual, in,Jiien,Jble y ab­
soluta. En efecto, si por soberaní,1 entendemos -en la 
c1:1sica definición del Prof. Carrillo Salcedo- el con­

junto de competencias y derechos de que cad,1 Estado 
independiente es titular en sus relaciones con otros 

Estados, cabe suponer que todo proceso de integra­

ción parte de la idea de la divisibilidad de su ejercicio. 

Al respecto, podernos ver, ademi1s, cómo son v,nios 
los factores que, hoy en día, estAn erosion,mdo la 
imagen casi mítica de la soberanía, por un lado l,1 

progresiva institucionalizdción de l,1 Comuniddd In­

ternacional y el consiguiente incremento de lds fun­
ciones atribuidds a las Organizaciones Internaciona­
les; por otro lado, la configur,JCión de un orden 
pt'1blico internJcional, mediante el establecimiento 
de normas jurídicas imperativds, con Id consiguiente 

mermJ del relativismo que hd sido una cardcterísticd 
tr,Jdicional del Derecho lntern,Jcion,ll y que se evi­
dencia en las transformaciones relativ,Js a los Dere­

chos Humanos, los crímenes internacionales, la res­
ponsabilidad internacion,JI del Estado, etc. Y, en fin, 

por otro lado, la presencia, en algunos ,1mbitos, de 

ciertos Jet ores i nternacionJ les que concentr,m el po­

der económico y que como consecuenci;J del fenó­

meno mundializador de los mercados no rep<Jr,m en 

fronteras, ocasionando el consiguiente debiliLlmien­
to de aquellos elementos que l,1 doctrin,J estima 
indisociables de la noción de sobcr,mía: esto es, el 



ejercicio de las competencias y funciones de Estado 
con exclusividad, plenitud y autonomía. 

Es el ejercicio divisible de IJ soberanía lo que permite 

a unos Estados asociarse con otros y ceder todos 
parcelas de la misma para su ejercicio común por unas 
Instituciones con la finalidad de alcanzar unos intereses 

colectivos. Ello que no supone, ni mucho menos el 
negar a l,1 soberanía su condición de elemento esencial 

del sistema internacional del que aún continúa consti­
tuyendo su clave de bóveda. Ahora bien, es esta idea la 
que posibilit,1 los necesarios reajustes, fusiones o ejer­

cicios comunes de estas competencias soberanas que 

conlleva todo proceso de integración, y en particular, 

el representado por la construcción europea 

Estd noción de soberanía, al facilitar la cesión del 
ejercicio de competencias, plantea, en cada caso 

concreto, l,1 necesidad de determinar, quién, Estado o 
Unión Europe,1, detenta dicho ejercicio sin que se 

excluy,m, segCm los casos, ni las acciones conjuntas, 
ni Id re,1lización por el Estado de actividades subordi­

nadas. Este procedimiento trae como corolario que las 

Instituciones comunitarias no van a disfrutar siempre 
el el mismo tipo de competencias, y que variarán segCm 
l;¡s dcciones a desarrollar, de manera que en algunos 
,1mhitos goz;n án de cornpetencias exclusivas, en otros 
cstds competencids las compartir,ín con los Estados 

mil'mhros, y en otros, no tendr;ín ningún tipo de 
compl'tcncids. Adem,·ls, en el caso en que estemos 

ante competencias comp,ntidds, la actuación comu­

nit&i,1 deher,í efectuarse respetando el principio de 
subsidi,nicdad, en el sentido de que esta actuación 
solo tendr;1 lug,n cuando razones de necesidad y de 

eficaci;¡ así lo exijan. Conformándose este principio 

en un elemento fundamental en los procesos de 
integración. 

Como se ha repetido desde la doctrina, este reparto de 
competencids evoca, evidentemente, los modelos 

l'Stdt,11cs federales. Pero las diferencias con los mis­
mos son sust,mciales, así y a diferencia de las Consti­
tuciones federales, los Tratados constitutivos de las 
C:omunid,1des Europe.1s no contienen títulos o capítu­

los ccms.1grados al problema de la atribución de 
com1wtenci,1s. En E'Íecto, esta atribución no se hace 
por m,¡tcrias, sino en form,¡ de acciones a realizar, 
funciones,¡ cumplir, por lo que habrá que descender 

,¡ l,1s disposiciones concretas de estos Tratados para 
s,üwr cu<"lies son los poderes impartidos, qué institu­

ci(m es L1 beneíici,uia, y en qué formas y condiciones 

se ejercit,¡r,ín dichas competencias. 

El Dl'recho Comunitario nace pues, en virtud de 

,1trihuciones de competenci,1s de los Estados miem-

El Derecho de la lntegraci~n 

bros a las Comunidades, cuyas Instituciones pasan a 
ejercer efectivamente las competencias soberanas 

que les han sido cedidas. En este sentido, lo que 
caracteriza a la UE es que sus Estados miembros han 
renunciado al ejercicio de competencias soberanas, y 
no sólo a aquéllas que son relativas a concretas 

materias técnicas (corno ocurre en la generalidad de 
las Organizaciones Internacionales) sino también, y 
esto es lo novedoso, respecto a funciones que corres­

ponden al ámbito esencial de la propia existenci;l en 
tanto Estado. 

Ahora bien, hay que advertir, antes que nada, que se 

trata de una cesión voluntaria, esto es, no nos encon­

tramos ante una imposición. En efecto, al respecto 
debernos de partir de la propia noción de Organiza­
ción Internacional que, corno se sabe, la califica de 

asociación "voluntaria" de Estados creada por un 

Tratado internacional. De ello se desprende que los 
Estados miembros, conocedores de las características 

del Ordenamiento Jurídico Comunitario y de la Orga­
nización Internacional al que corresponde, deciden, 

libre y voluntariamente, adherirse a la Unión Europe.1, 

con ello resuelven, igualmente, obligarse por su Tra­
tado constitutivo y por los actos normativos de sus 

1 nstituciones. A partir del rnornento de la adhesión, los 
Estados miembros no podrán ya invocar sus propias 
Constituciones para sustraerse a las obligaciones de­
rivadas del Tratado de adhesión. Tal obstáculo viene 
consagra do en una reiterada jurisprudencia del Tribu­

nallnternacional de Justicia, y en los artículos 26, 27 

y 46 de los Convenios de Viena sobre derecho de los 

Tratados de 1969 y 1986. En efecto, todo Estado, 
independientemente de sus preceptos constituciona­

les, como sujeto internacional, está obligado a respe­
tar sus compromisos internacionales, no pudiendo 
invocar frente a otros Estados parte en el tratado su 
propia Constitución para sustraerse a las oblig,Kiones 

que éste le impone. 

Por otro lado, el Derecho que regula una Organiza­
ción en proceso de integración, como es el caso de la 
UE, no puede ser concebido como un Derecho est,í­
tico, sino como un Ordenamiento Jurídico sujeto a 

una proíunda evolución, por lo que todo intento de 
valoración del rnisrno debe tener en cuenta esta 

condicionante temporal. Y, así, al estar suponiendo 
este proceso una verdadera transíerencia del ejercicio 
de competencias soberanas de los Estados miembros 
a favor de las instituciones comunes, en materias cada 

vez rnás amplias y diversas, se le ha ido otorgando al 

Ordenamiento Jurídico de la Unión Europea una, 

autonomía cada vez mayor respecto de los Derechos 

nacionales y del Derecho internacional. Tal evolu­

ción ha añadido nuevos elementos de complejidad en 
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PI debate en torno a la naturaleza jurídica de esta 
Org<~nización y a las características del Derecho que 

viene crc<1ndo. 

Con rel<~ción a ello, cabe recordar que la cuestión de 

l.1 ndtur<~leza jurídica de las Comunidades Europeas 

y de la Unión Europea ha retenido, desde siempre, la 

.JtPnción de la doctrina. Así, desdP comienzos de los 

.1r1os cincuenta en que se creó la CECA, distintas 

respuc•stas han intentado resolver esta cuestión. Estos 
i11\('11tos se han traducido en unJ amplísima literatura 

Jllrídic ,1, sin que se h,1ya conseguido dar una respues­

ta complctd y definitivd, debido principalmente al 

hecho de que las Comunidades Europeas y la Unión 

Europe.1 se encuentran inmersas, como señalaba, en 

un proceso de cambio permanente, de manera que 
l.1s diferentes teorías reílcj,m y determinan al mismo 

tiempo el clima y las perspectivas políticas de la 

c;poca c11 que fueron formul,1das. Este ha sido el CJSO 

de l,1s dcnom i n,1das teorías: federa 1 ista, 

intern,lcion<~list.l, supranacionalista o funcionalista, 

c·11trc• otr.1~, que<~ mi pnte11dcr han sido superadas por 

c·l propio proceso de construcción europea, que no 
plwde Pnccrr,nse en ninguno de estos modelos his­

tori co-te(>rico. 

Lo que me p.m~ce indudable es que l.1 Unión Europea 
no e o11stituye una Federación, ni se vislumbran en el 

horizonte unos EstJdos Un idos de Europa, por u ti 1 izar 

un,1 expresión muy querida por los federalistas de 

<'11trPguerr,Js. Eso si, nos encontramos ,m te un modelo 
origin,li de Organiz,Kión lntern,JCional, que se aleja 

de• l.1s Org,lllizaciones lntcrndcionales cl,'ísicas o de 

< oop('r.lción, y al que algunm han denominado "Or­

g,miz,¡ci(m Supr,macion,ll", si bien yo prefiero califi­

cMia simplemente de Organización de Integración, o 
utiliz,mdo un p.lrCJielismo con l,1 fórmula antes nwn­
cion,l(ld, unos Estados Integrados de Europa. 

S11s p.1rticul,nid.1des deriv.1n de la circunstancia de 

que se trdtd, como dijer,¡ el juez PESCATORE, de "una 

org,miz,JCión que es, ante todo, una org,mización 

intl'gr,¡cJora de E~tados, y no, como el Estado una 

org,miz,Jción integr,HJora de individuos". lded que 

p.nen· t.Jmbié·n inspirar la conocida Sentencia del 

TribuJJdl Comtituciondl Alem{m dell2 de octubre de 

1 cFn, cu,lfldo afirmaba que el Tratado de Maastricht 
dC' 1 <JCJ2, qut>cstaha examin,mdo, sería el fundamento 

ck un,1 uni(m c.1dd vez más estrecha de los pueblos de 
rurop.t, org,mizados en EstJdos, pero no de un Estado 

cilm'llt.Jdo en un pueblo europeo. 

Cllo nos .1leja, ,1mi juicio, de la idea de supranaciona­

lid,Hl. entenclid<t como ~ustento de un Super-Estado, 

esto es, en Unto fenómeno JUrídico que supone la 
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creación de un nuevo sujeto internacional dotado de 

soberanía y, además, superior a los entes estatales que 

lo componen (que por ello deberían, en el plano 

internacional, perder soberanía y, consiguientemen­

te, uno de los elementos constitutivos de la noción de 

Estado). Pero, creo que esto no ocurre, ni tiene por qué 

ocurrir en relación con la UE, donde a lo máximo que 

se ha llegado es a la cesión del ejercicio de competen­

cias soberanas -no soberanía- en parcelas que, aun­

que cada vez son m<ls amplias, están perfectamente 
delimitadas en la mayoría de casos. 

Ello nos acercaría a otra idea de supranacionalidad 

que implicaría, en la líneJ recogida por Rubio 

Llorente, la existencia de una estructura integrada 

por Estados distintos que m;mtienen l,1 titul,1ridad de 

su soberanía, dotada de órganos propios, cuyas 
decisiones se imponen a los Estados miembros, más 

precisamente, que tienen efecto d irccto en el territo­

rio de los Estados y que, en caso de colisión, preva­

lecen sobre las normas dictadas por los Estados. Esto 

es, una estructura propia de una Organización que se 

encuentra en proceso de integración. Ahora bien, es 

un proceso de integración singular que, cldem,1s, se 

aleja de otros modelos similares que se desarrollan 

en otras partes del mundo y, en particui,Jr, en Amé­

rica La ti na. Descrito de forma concisa esta idea y este 

proceso se sustentarían, el mi entender, sobre e 1 

siguiente esquemc1. 

El proceso se bc1sa en Tratados intcrnJcionales 
concluidos por Estc1dos soberanos. Por medio de 

ellos los Est,1dos crean Organizaciones Interna­

cionales, a las que les atribuyen competencids. El 

sujeto creado es, pues, una Org,mización no un,l 

Supranacinn o un Supraestado. 

Dado que las competencias que se le dtribuyen 

afectan, a difPrencia de lo que ocurre en Id gene­

ralidad de las Organizaciones, a funciones esen­

ciales de los Estados, es preciso que con Cdr:1cter 

previo éstos hayan adecuado sus Constituciones 

internds para que se posibilite tal tr;msferencia de 

competencias. Tc~l hecho h,Ke que estas Organi­

zaciones sean de un tipo nuevo, no rnerc1s Orga­

nizaciones de cooperación. 

La atribución de competencias es, por consi­

guiente, un acto voluntario de los Est.1dos miem­
bros, de manera que es necesc1rio prever en qu(· 

ámbitos los Estados est:m dispuestos c1 renunciar 

volunt.1riamente <11 ejercicio de una p.nte de su 

soberanía en beneficio ele un,ls Instituciones, a l.1s 

cuales dotan de la facultad de el.1borar un,1s 

voluntades propias y ,1utónomas. 



Desde el momento en que se concluyen los Tra­

tados constitutivos, los Estados quedan interna­

cionalmente obligados (artículo 26 de la Conven­

ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados 

entre Estados de 1969), y no podrán invocar 

disposiciones de sus Constituciones para eludir el 

cumplimiento de lo dispuesto en aquellos trata­

dos (,1rtículo 27 en relación con el46 de la citada 
Convención). 

L;1s Organizaciones resultantes no disfrutan de 

una c:ompetencid general, sino que se le determi­

nan los ámbitos en los que puede actuar. Estas 

competencias pueden también deducirse del sis­

temd de los Tratados. 

L,1 integr,Kión respeta la identidad de los Estados 

miembros y se basa en el diálogo permanente 
entre los intereses nacion,1les y el interés comuni­

t,nio, y. en el que se respt'ta, las diversidades 
n,JCionales. 

Los Estados est:m presentes a lo largo de todo el 

proceso, de manera que las renuncias que van 

h,Kiendo d sus propias facultades es previsible y 

controlable. Ellos son, en suma. quienes definen 

el proceso y quienes marcan su ritmo. 

P,Jrd que av,mce este proceso es necesario que se 

v,¡yan produciendo deleg,Kiones del ejercicio de 

l.1 sober;míc~ por parte de los Estados miembros. 

Esto sign ific1, por un l;1do, abandonar el dogma de 

la sober,mí,l absoluta y reconocer que el ejc'rcicio 

ele la soberanía, cuya titularidad ostentan los 

Estados y que radica, en definitiv;1, en el pueblo, 

puede ser cedida si con ello se facilita el logro de 

un,¡ serie de objetivos colectivos y superiores que 

se' estim<ln como prioritdrios, y beneiicios par;¡ el 

e on¡unto de la poblaci(m de estos Estados. Ello 

puede exigir que a cadc~ avance significativo que 

~l' produzca, los Estados hayan respondido, pre­

vi<lmente, con una revisión constitucion,ll que lo 

permita. 

En resumen, integración y supranacionalidad en 

sentido de SU[JrdesLltalidMJ. son l'xpresiones cerca­

lldS pero no sinónimas. La integración no exige la 
renunci,1 por p,ute de los Estados miembros a su 

sobcr,1ní,1, solamente precisa que éstos, l'n virtud 
de clich,1 sofwraní,l, ced,1n voluntariamente el ejc~r­

cicio de 1.1 misma d la Organización de que se trate. 

SuprdlldCion,llid;ld en tanto supraestat,1liclad, signi­

ficMÍ,l, l'n c1mhio, que estamos más ,1llá de una 

nwra cesic·m del ejercicio de la soberanía, y que 

.lp,m'cen nuevos entes intern;1cionales por encima 

__ E_I_~~recho de !¡}Integración 

de los Estados dotados de soberanía. Por mi parte, 

pienso que tal cosa no se produce por lo que 

respecta a la Unión Europea, por lo que prefiero 

hablar, hoy por hoy, de un proceso de integración 

sustentado en la primacía del Derecho comunitario 

y en la eficacia directa de sus normds. Aunque no 

descarto, que una vez agotada la técnica integradora 

sea necesario pasar a otra fase nueva que precisaría 

de la elaboración de una verdadera Constitución 

europea y, en este sentido, cincuenta anos de apli­

cación de la menciondda técnica, parecen mostrar 

que ésta ya no es suficiente p<Ha hacer avanzM el 

proceso de construcción europeo, lo que explica Id 

emergencia de nuevas ~tal vez no tan nuevas­

manifestaciones a favor de modelos federales par;~ 
Europa. 

Al comenzar a mostr.n señales de fatiga el proceso de 
integración, se multiplican las reflexiorws en torno ;1 

la federalizdción en Europa. Este nuevo proceso se 

sustentaría en un "Tratado-Constitución" que, por 

ejemplo, en el pensamiento del Ministro de Asuntos 

Exteriores alemán, joschka Fischer, deheríd susten­

tdrse en los Estados nación sin reemplazarlos. Tal 

difícil ecuación se sustentaría sobre el repdrto de 

soberaní,1 entre Europa y los Estados Nación d travé's 

de la dplicación del principio de subsidiaricddd, al 

que se le daría rango constitucional. Según estas 
ideas, las Instituciones deberían represcnt,H tdnto a 

los Estados Nación como a los ciudadanos europt>os, 

estableciendo, por ejemplo, en el Parlamento Euro 

peo, dos cámaras, un,¡ formada por diputados elegi­

dos por los ciudadanos y otra por senadores cxtr<~í­

dos de los Estados miembros, o un presidente de l.1 
Comisión elegido mediante sufragio directo por los 

ciudadanos, etc. 

Estos planteamientos, no muy alejados ele otros dec­

tuados por personal ida des europeas como H. Schimdt, 

V. Giscard o J. Delors, retomd la idea de una Federa­

ción de Estados Nación sustentada en un núcleo 

reducido de países. Lógicamente habrá países euro­
peos que no quieran o no estén en condiciones de 

participar completamente en una aventura jurídico­

política de tal envergadura. De este modo se apLmta 

hacía la u ti 1 ización del nwcmismo, introducido por PI 

Tratado de Maastricht de 1992, consistente en Id 

Cooperación reforzada, de maner,1 que un grupo más 

o menos pequeño de países Id llevarían a cabo, y en 

su marco elaboraría un nuevo Tratado que a su vez 

constituiría el núcleo de la futura Constitución de l.l 

Federación, en la que se preverían instituciones pro­

pias, tales como Gobierno con un Presidente directa­

mente elegido por los ciudadanos y un Parlamento 

bicarneral. 
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Est1 Europd no es, en mi opinión, la que va d salir del 
Consejo Europeo de N iza que se celebra en diciembre 
de 2000, ni de otra Conferencia lntergubernamental o 
Consejo Europeo de igual alcance y ambición; cuyos 
Trat,Jdos de revisión resultantes serán únicamente 

unas nuevas etapas en el proceso de integración 

europea. Este nuevo modelo de Europa constituye, a 
mi juicio, una meta hacía IJ cual debería avanzar 

dicho proceso si no queremos que se huncb en un 
nuevo impc1se como los ya conocidos, en otras ocasio­
nes, durc1nte el pc1sado. 

B) INTEGRACIÓN JURÍDICA Y APliCACIÓN 
PREVALENTE DE LA NORMA COMUNITARIA 
EN LOS SISTEMAS JURÍDICOS DE LOS ESTA­
DOS MIEMBROS. 

a) La aplicación del Derecho Comunitario en el 
sistema jurídico nacional. 

L,l pclrticip<Jción de un Estado en una Organización 
lnterncJcional, significa, necesariamente, que en su 

sistcm,l JUrídico interno van a comenzar a coexistir 
norm,Js nacionales y normas de la Organización, y 

que al tener con frecuencia el mismo destinatario, 
éstas podrán entrar en colisión. Ello plantea proble­

mcJs rcldcionddos con la recepción de las decisiones 
elabor,ldds por l,1 Organización y con el lugar que 
éstds ocupan en los ordenamientos jurídicos internos. 
En este sentido, la aplicación directa y preva lente de 
la norma comunitaria sobre la nacional es uno de los 
Í,JCtorcs que mejor permiten valorar el grado de madu­

rez jurídica alcanzado por un proceso de integración. 

Por lo que se refiere a la recepción de las decisiones 
cre,Jdds por las Organizaciones Internacionales en los 
sistem,Js jurídicos internos de los Estados miembros, 

h,1y que destacar, de entrada, que en los procesos de 
integr,Jci(m la teoría que impera es la denominada 

teoría monista. Recordemos al respecto, que el Dere­
cho Internacional no determina las condiciones en 

que lc1 incorporación de las normas internacionales ha 
ele producirse, sino que da, como es sabido, libertad 
,Ji Estado par,1 ello (principio de autonomía institucio­

ndl). Éste podr,í, adscribirse a una de las dos grandes 
corrientes que se dan en la práctica: la duJiista: para 

lc1 que orden internacional y orden interno son siste­
mds jurídicos separados e independientes que co­
existen paralelamente como compartimentos estan­
cos, ele mc1nera que para que un Tratado produzca 

eíectm internos es necesario que el Estado retome 

sus disposiciones en una norma nacionc1l o las intro­

duzccJ en el orden n,JCional a través de una fórmula 

jurídicd que opere la recepción. En c1mbos casos se 
produce unc1 "n,¡cionc1lización" de 1,1 norma interna-
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cional siendo aplicada por el juez en calidad de regla 
nacional. Al contrario, la concepción monista se 

basa en la unidad del ordenamiento jurídico. La 
norma internacional se aplic¡¡ de manercl inmediata, 
en tanto tal, sin recepción ni transformación en el 

orden interno de los Estados parte en el Tratado. Éste 

se integra en el sistema de reglas que deben aplicar 

los Tribunales nacionales, y sus prescripciones son 
válidas ante ellos en su condición originaria de 
reglas internacionales. 

La concepción monista es, por lo que comentamos, la 
única vía compatible con el sistema jurídico de una 
Organización de integración, en la que a sus Institu­

ciones se les ha atribuido el ejercicio de competencias 

soberanas en el terreno legislativo. Si nos referimos c1l 
Derecho Comunitario Europeo, vemos como éste se 
integra en el sistema jurídico de los Estados miembros, 

lo que supone que en el interior de cada Estado 
miembro coexisten el Derecho Comunit,nio y el De­

recho Interno, cada uno con su propi<~ autonomícl 
(STJCE de 5.2.63, Van Gend en Loos, 26/62, 17.12.70, 
lnternationale Hadesgessellschaft; 6.1 0.82, CILFIT, 
283/81 ). Es esta manera, que el Derecho Comunitario 

no es Derecho nacional, pues aunque integrado en el 

sistema JUrídico nacional, tal integración se produce 
sin que aquél pierda su naturaleza especííica original: 
de Derecho Comunitario. 

Esta idea es la que inspira a la doctrina jurisprudencia! 
comunitaria en la materia desde la ya lejc1na Sentencia 
Costa c. ENEL de 1964 cuando, el TJCE, afirmaba que: 

"a diferencia de los tratados internacionales ordincl-
rios, el Tratado de la CEE hc1 instituido un orden 
jurídico propio integrado en el sistema jurídico de los 
Estados miembros desde la entracL1 en vigor del Trata­

do, y que se impone a sus jurisdicciones". 

De este modo, los Estados miembros, respecto del 
Derecho Internacional, pueden, como así ocurre en 

,1igunos casos, conservar un sistema de recepción 

dualista por lo que se refiere a las normas internacio­

nales (por ejemplo Italia), pero deben descartarlo, 
cuando se trata de normas comunitaric1s, en cuyo caso 
la concepción monista se impone, con l,1s siguientes 
consecuencias: 

- El Derecho Comunitario se integra de piPno dPre­

cho en el orden interno de los Estados miembros, 
sin 1wcesitar de ninguna fórmulc1 especial de 
introducción. 

- Las normas comunitarias ocupan su lugar en el 

orden jurídico interno en calidad de Derecho 

Comunitario. 



- Los jueces nacionales tienen la obligación de 
aplicar el Derecho Comunitario. 

Desde este planteamiento monista, el Derecho Co­

munitario forma parte del Derecho que se aplica por 
y en cada Estado miembro, pero no se confunde con 

el Derecho interno. El juez cuando lo aplica o 
interpreta lo hace teniendo presente su naturaleza de 
Derecho Comunitario; de manera que cuando las 
Instituciones comunitarias ejercen las competencias 
atribuidas, lo hacen en el respeto de los Tratados 

debiendo de atenerse a los procedimientos de pro­
ducción normativa establecidos en las normas co­

munitarias y a la consecución de los objetivos esta­
blecidos en las mismas. En este sentido, la entrada en 
vigor, la publicación y los efectos jurídicos de la 
norma comunitaria se rigen, asimismo, por los Trata­
dos y no por el Derecho de los Estados miembros; lo 
mismo ocurre con el sistema de recursos contra los 
actos eJe las Instituciones, que es el previsto en los 
Tratados, correspondiendo al TJCE la competencia 
exclusiva en la materia. 

En otros términos, la incorporación de un Estado a la 
Unión Europe,1 conlleva la atribución del ejercicio de 

cicrt.Js competencias soberanas a la misma, entre ellas 
las legislativ;1s. A partir de este momento, en el Dere­
clw interno de cada Estado miembro conviven el 
Dcr·ccho nacional y el Derecho Comunitario, el pri­

mero rige y desplieg.1 sus efectos en el ámbito de los 
poderes que el Estado se ha reservado al concluir el 

Tratado de adhesión, el segundo interviene plena­
mente en el nuevo ;1mbito jurídico al que se ha 
incorpor<1do el Estado al concluir el citado Tratado, de 
manera que en este LJitimo las normas que deberán ser 
aplicadas son la~ normas comunitarias. Estarnos, de 
este modo, frente a lo que se conoce corno la teoría de 

los dos Ordenamientos distintos pero coordinados, 
que goz,¡ de gran predicamento en la doctrina y apoyo 
en la jurisprudencia del Tribunal de justicia de las 
Comunidades Europeas. 

Según esta teoría, la Constitución se aplicará en los 
:1mbitos en que el Estado ha reservado su cornpeten­
ci,l, y en los restantes regirá, en cznnbio, el Derecho 

C:ornun itario. Ello exige que todo Estado deba adecuar 
su Constitución (expresión de la voluntad soberana de 
los pueblos y fundamento de la adhesión a una 

Organización Internacional) antes de entrar en la UE, 
a fin de permitir al Derecho Comunitario que desplie­

gue l,1 totalid,Jd de sus efectos, y si esto ocurre, no 

tendr :í por que darse un conflicto entre la Constitución 

y el Derecho Comunitario, puesto que al aplicarse en 

esp,Kios jurídicos distintos, no se producirá colisión 

ni h,1br,1 quP resolver cuestiones de jerarquía. 

____ E_I D_e_re_cho~_ela Integración 

La validez de los Tratados constitutivos de las Co­
munidades Europeas y de la Unión Europea, así corno 
cualquier posterior revisión de los mismos, precisa de 
un fundamento constitucional en cada uno de los 
Estados miembros. En este sentido, las Constituciones 
de los Estados miembros (excepto el Reino Unido, por 
razones obvias) prevén la existencia de "cliJUsulas de 
apertura" que permiten su integración en estructuras 
políticas de integración dotadas de autoridad superior 
e independientes de los mismos, y que significan la 
cesión de competencias constitucionales. 

De este modo, observarnos cómo existen constitucio­
nes que contienen cláusulas genéricas habilitando al 

Estado para concertar, en condiciones de reciproci­
dad muchas veces, limitaciones de soberanía, bien 
para asegurar la paz y la justicia en el orden interna­
cional (Preámbulo de la Constitución Francesa de 
1946; artículo 11 de la Constitución italiana), bien 
para transferir a instituciones internacionales dere­
chos de soberanía (artículo 24 de la Constitución de 

Alemania), bien para transferir competencias legisla­

tivas, ejecutivas y judiciales (artículo 67 de la Consti­
tución holandesa; artículo 49 bis de la Constitución de 
Luxemburgo), o poderes determinados (artículo 25 bis 
de la Constitución belga). 

En esta línea de habilitación genérica, hay constitu­
ciones que autorizan la delegación de poderes deriva­
dos de la propia Constitución (artículo 9,2 de la 
Constitución de Austria; artículo 20 de la Constitución 

de Dinamarca), o que atribuyen a Organizaciones o 

instituciones internacionales el ejercicio de compe­
tencias derivadas de la Constitución (artículo 9 3 de la 
Constitución española), o, en fin, que atribuyen a 

órganos de Organizaciones Internacionales compe­
tencias previstas en la Constitución y para aceptar 
restricciones o limitaciones de soberanía (artículos 2, 
3 y 28 de la Constitución de Grecia). 

En todos estos supuestos, la realización practica de los 

mismos precisa de técnicas legislativas con quórum 
muy reforzados (leyes orgánicas, en el caso español), 

o incluso de aprobación por referéndum (en el caso 

danés cuando se dan ciertas condiciones previas). 

Pero además, con los avances del proceso de integra­
ción europea observamos cómo ciertas Constitucio­
nes de los Estados europeos están introduciendo nue­
vas técnicas, que introducen matizaciones a estas 

cláusulas de habi 1 itación genérica; así, en algunas de 
ellas se reconocen expresamente los rasgos funda­
mentales del Derecho Comunitario y, especialmente, 

su primacía (por ejemplo, artículo 29 de la Constitu­
ción de Irlanda; artículo 94 Constitución de Holanda; 
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artículo 8.3 de la Constitución de Portugal). Inclusive, 
en algunos casos, en especial en el de aquellas cons­
tituciones que sufrieron alguna revisión con ocasión 
del complejo proceso de ratificación del Tratado de la 
Unión Europea de 1992, además de mencionarse 
estos principios se hace referencia a la pertenencia a 

la UE y al compromiso sobre su progresivo desarrollo 
(artículo [)8 ele la Constitución francesa; artículos 23 

y 24 de la Constitución alemana). 

Estas afirmdciones hacen suponer que en la eventua­
liddd de un,l retirada de estos países de la UE, lo que 

-,iempre es posible dada la naturaleza de Organiza­
ción Internacional de la misma, sería ahora necesario 

llevar a cabo una previa reforma constitucional que lo 
permitiera, lo que no hace más que ahondar el proce­
so de integrdción y reafirmar la construcción europea. 

b) La primacía de la norma comunitaria como rasgo 
identificador de los procesos de integración. 

El Derecho Comunitario Europeo, al aplicarse en los 
Est.tdos miembros, no pierde su naturaleza comunita­
ria, pero ello no significa que constituya un derecho 

,ljt'no o extranjero c1l sistema jurídico de dichos Esta­
dos, sino que es Derecho propio de cada uno de ellos, 

tanto como lo es su Derecho nacional. 

Si es Derecho propio de cada uno de los Estados 
miembros, significa que se aplica en su sistema jurídi­
co ¡unto d J,¡s normas nacionales, pero, como ocurre 
que dmbos ordenamientos, el nacional y el comunita­

rio, ,11 coexistir en el interior de cada Estado miembro, 
tif'ncn unos mismos destinatarios, las personas físicas 
y jurídicas, lrecuentenwnte va a generarse, como ya 
adelantahd, una relación entre la norma comunitaria 
y l.t norma nacional. En tales casos, los principios 
íuncLmwntales que rigen las relaciones entre el Dere­

cho Comunitario y los Derechos internos de los Esta­
dos miembros no se encuentran, como es sabido, 

expresddos en los Tratados constitutivos de las Comu­
nidddes Europeas, sino que han sido identificados y 
íorrmdddos por el Tribunal de justicia de las Comuni­

cLJdes Europeas a través de una construcción 
jurisprudencidl bc1sada fundament,Jimente en los ca­

r.tcteres y objetivos propios de las Comunidades Euro­

fll',lS y de su ordenamiento jurídico. 

Los cimientos de esta construcción jurisprudencia! ya 

ciJsicl, generalmente considerada como un elemen­
to esenci,ll del acervo comunitario, estJn constituidos 

por el efecto directo (que supone básicamente la 

aptitud de las normas comunitarias para crear, sin 

rwccsicldd ele ningt.'m complemento normativo de 
1 )erecho interno, situaciones jurídicas subjetivas) y la 
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primacía del Derecho Comunitario sobre el Derecho 
interno de cualquier rango (Dictamen del T)CE del14 
de diciembre de 1991, sobre el Proyecto de Acuerdo 
sobre la creación de un EEE, 1/91, Rec. p.-6079). A 
estos principios ya clásicos hay que añadir, a la luz de 
la jurisprudencia más reciente, el de la responsabili­

dad del Estado por daños causados a particulares 
como consecuencia de la violación del Derecho 
Comunitario (STJCE, del 19 de noviembre de 1991, 

Francovich y Bonifaci, C-6/90 y C-9/90, Rec. p. 1-
5357). 

En suma, los principios que inspiran lc1s relaciones 
entre ambos ordenamientos jurídicos, podrían 

resumirse de la siguiente forma: 

~ La norma comunitaria adquiere automáticamente 

estatuto de derecho positivo en el orden interno 
de los Estados: aplicabiliddd innwdiata (no preci­
sa de un acto de "nacionalización"). 

~ La norma comunitaria es susceptible de crear, por 
ella misma, derechos y obligaciones para los 
particulares: efecto directo (quienes pueden invo­
cJrla ante sus tribun<lles). 

~ La norma comunitaria ocupa en el orden interno 
un lugar con rango de prioridad sobre las normas 

nacionales: primacía. 

~ El Estado puede incurrir en responsabilict1d por 
los dar1os causados a los particulares cu,1ndo 
incumpla con las obligaciones que le incumben 
en virtud del Derecho Comunitario. 

El que estos principios no queden en letra muert,l 
depende de la actitud de la administración y, sobre 
todo, de los órganos jurisdiccionales nacion,1les, a los 
que atar1e, en su ámbito de competencia territorial y 

funcional, la aplicación de las normds comunitarias 

según la interpretación dadas a éstas por el Tribun,JI de 
justicia y la tutela de los derechos subjetivos conferi­
dos por dichas normas, garantizando de este modo J,¡ 

plena eficacia del Derecho Comunitario, en caso de 
conflicto, sobre el Derecho interno. 

De estos principios, es el de primacía el que confiere 
el rasgo identificador por excelencia a los procesos de 
integración. Y su alcance y respeto en los Estados 
miembros nos permite determinar los avances logra­
dos en los mismos. 

Por lo que se refiere al Derecho Comunitario Europeo, 
la primacía de las normas comunitari,ls no ,1p,1rece, 

cor:1o adel,mtaba, consagr,1da directamente en J,¡s 
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disposiciones comunitarias, sino que se funda en la 

naturaleza y en los propios caracteres del proc'?so 

integrador, y ha sido destacada por el TJCE a travé~. de 

un.1 interpret,Kión sistem{\tica y teleológica de los 

Tratados comunitarios. 

FuE:' en el asunto Cost,l c. E.N.E.L. (15.7.64, as.6/64, 

f\ec.1141), cuando a 1 TJCE se le presentó la oportuni­

d.Jd ele formular, con ocasión de un conflicto entre el 
Derecho Comunitario y una ley nacional italiana 

posterior, el principio de la primacía de las normas 

comunitarias sobre las nacionales. Pues bien, y como, 

desde entonces, ha ampliamente repetido la doctrina 

.~1 comentar esta Sentencia, los argumentos sobre los 

que el T ribun,1l basó su razonamiento fueron esencial­

mente tres y de naturaleza complementaria. 

- SegCm el primero, la aplicabilidad inmediata y 
direct.J del Derecho C:omunit&io sería letra rnucr­
t,l si un Estado pudiera sustraerse a ella por medio 

ele u11 Jeto legisl,ltivo oponible al mismo. Y así 

decía: " ... el Trat,1do CEE ha instituido un orden 

jurídico propio integrado en el sistema jurídico de 

los Estados miembros ... y que se impone a sus 

l·ng,mos jurisdiccion,1les ... ; esta integración en el 

L)c'rt'cho de cddd país miembro de disposicio1ws 

que provienen de fuente comunitaria ... tiene(n) 

como corol,1rio la imposibilidad p,lrd los Est,1dos 

ele hacer prt'V<llen:r, contr,1 un ordenamif'nto 
¡urídico dcept.!do por ellos sobre un,1 base de 

reciprocidad, un<1 medida uni1,1teral ulterior que 

no puPck, en consecuencia, serie opuesta". Ade­

m,ís, "Id precmincnc ia del Derecho cornunit;1rio 

e~t:1 co11firmacb por el artículo 189 segCm los 
t{'nninos del cudl los rcgl,mwntos tienen v,1lor 

'obligatorio' y son 'directdmente aplicable'' en 
cldd Est.Jdo miembro'; "que est,l disposición, que 
no se dcompar1d de ninguna reserva, no tcndrí,l 

ningCm dlcdnCc' si un Estado pudiera unilateral­
mente anuldr su' efectos por un ,Kto legisl,1tivo 

oponible d los textos comunitarios". 

El segundo ,11gumento utilizado hací,1 referencia 

JI hecho de que lil ,1tribución de competencias a 

l,1 Comunidad limit,1 de llldncrd correspondiente 
los derechos sober;mos de los Estados miembros. 

Sef1dlando el TJCE al respecto que, " ... la trdnsfe­

rencid oper;Hia por los Estados, de su ordenamien­

to jurídico interno en beneficio del ordenamiento 

¡urídico comunitario, de los derechos y obligacio­

nes corrl'spondientes a las disposiciones del Tra­

tddo, implicd ... una limitación definitiva de sus 

derechos sober,mos cuntr,l la cu,1lno puede prc­

Vdll'Cer un acto unildtcral ulterior incompatible 

con l,1 noción de Comunicbd". 

El tercer argumento destaca la necesaria unidad 

del Orden jurídico comunitario y la exigcncic1 de 
que las normas comunitarias gocen de una c1pl ic:d­
ción uniforme en todos los Estados miembros. 

lndicJ.ndo el TJCE sobre ello que, " ... Id fuerzd 

ejecutiva del Derecho comunitario no puedP, en 
efecto, variar de un Estado a otro al amp,1ro (k 
medidas legislativas interncJs ulteriores, sin poner 

en peligro la realizdción de los objetivos del 
Trat1do contemplados en el artículo 5 (apartado 

2), ni provocar una discriminación prohibicL1 por 

el artículo 7". 

Estos argumentos llevan al TJCE a concluir que " ... sur­

gido de un,1 íuente ,wtónoma. el Derecho n,Kido del 

Trat1do no podría, pues, en rdzón de su ndtur.1lcz.1 

específica originc1l, de¡arse oponer ¡udicialnwnte u:1 

texto interno, de cudlquicr cla~e que se,l, sin ~wrdcr ~u 
car{\ctcr comunit<trio y sin e ucsliondr~e Id IJ.l~l' ¡urídic 
c1 mismd ele l,1 Comunidad". 

Esta importante Scntcnci<t es des<trroll.1da y precis,1do 

su contenido en resoluciones posteriores. 1\sí, el TJCE 

deduce del hecho de que el Ordcndmiento Comuni­

tario se impone a las jurisdicciones internds, que "los 

conflictos entre la regla comunitaria y las reglds ndcio­

nales deben ser resueltos medidnte la ,lplicKión del 

principio de la primacía de la regl,1 comunit;nid" 

(STJCE, 13.2.69, V\'dlt Wilhelm, fund.6J. 

De ello se deriva que, ''par,l l,1s .1utoridadcs n.tc1on.1 les 

competentes, la prohibicic'm de pleno derecho de 
aplic,u una prescripción nacion.1l recunocidd incom­

patible con el Tratado y, llegado el caso, la oblig<1ción 

de adoptar todas l,1s disposiciones para fc1cilitar la 
realización del pleno efecto del Derecho Comunitd­

rio" (STJCE de 13.7.72, Comisic'm c. ltali,l, 4R/71, 

p.534; 2R.3.80, Comi~ión c. Fr.mci,l, 24 y 97/BOI\, 
p.1 )29). 

Ello supone que Id cuestión de ia primdcfd ,ólo se 

suscita cuando hay normas internas imompdtihles: l'n 

esas situaciones todas las ,wtorid,1de~ pC1blicas, in­

cluidos los jueces, est;in obligad,1s a aplicar contr.1 

iegem las normas comunitarias "teniendo el derecho 

comunitario primacía sobre el derecho n<lciun,d ... , 

tudd disposición contr&ia de derecho inlcmo le es, 

por este hecho, in<1plic1ble (STJU: de 4.4.1974, Co­

misión c. Francid, 167/73, íuncl.35, Rec. p.35<)). 

Años después, una nueva e importmte sentencid en h 
matcri,l viene a dnificc1r los eíectos del principio de 

la primacía de las normas comuniLtri,ls sobre l,1s 

nacionales, me rdiero a la Sentencia en el dsunt(J 

Simmenthal (STJCE, 9.3.1978, 1 QC,/77, f\ec.p.(,2U). l.c1 
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Sociedad Simmenthal recurrió contra el pago de un 
impuesto italiano, por un control sanitario a la impor­
tación de carne, en virtud de una ley de 1970, poste­
rior por tanto a la ley italiana de incorporación del 
Tratado CEE (Italia acoge la tesis dualista a la hora de 
la recepción de las normas internacionales). El juez 

italiano preguntó por vía prejudicial si:"¿ ... el alcance 
de las normas en cuestión debe ser entendido en el 

sentido de que eventuales disposiciones nacionales 
ulteriores, en contradicción con estas mismas normas 
comunitarias, deben ser consideradas como inaplica­
bles de pleno derecho, sin que sea necesario esperar 

d su eliminación por el legislador nacional mismo 
(derogación) o por otros órganos constitucionales 
(declaración de inconstitucionalidad) ... ?. En el proce­

dimiento, la Administración de Hacienda italiana 
<~legó que hacía falta una declaración de inconstitu­
ciona 1 iddd de Id Ley. 

EL TICE respondió que "El juez nacional encargado de 
,1plic.n, en el marco de su competencia, lds disposi­

ciones del Derecho Comunitario, tiene obligación de 
asegurar el pleno efecto de estas normas, dejando 
in,lplicada, si fuera necesario, en virtud de su propia 
autoridad, toda disposición contraria de la legislación 

n<1cional, incluso posterior, sin que para ello tenga 
que pedir o esperar su previa eliminación por vía 
legislativa o por cualquier otro procedimiento consti­
tucion,JI". 

De Id jurisprudencia comentada se extraen algunos 

rasgos que informan el principio de primacía y, así: 

- Ld pnmacía es una condición existencial del 

Derecho Comunitario que no podría existir en 
t,mto derecho sino con la condición de no 
doblegarse ante los derechos nacionales. La rea­
liz,¡ción del Mercado común impone la aplica­
ción uniforme de este Derecho (sentencia de 13 
de febrero de 1969, Walt Wilhelm, 14/68,Rec. 
p.l S). 

- Es en virtud de su propia naturaleza, y no de las 

rcgi,Js internas que en cada Estado regulan las 

relaciones entre el Derecho nacional y el interna­
cional, que el Derecho Comunitario afirma su 

superioridad. 

El orden jurídico comunitario prevalece en su 
integricL1d sobre los ordenamientos nacionales. 

Esto es, de la primacía se benefician todas las 
normas comunitarias, prim<1rias o derivadas, di­

rect,lmente aplic<1bles o no, y frente a todas l<1s 
normas nacionales, incluso de naturaleza consti­

tucional (Sentencia Costa c. ENEL, Sentencia del 
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13 de julio de 1972, Comisión /Italia, 48/71, Rec. 
529; Sentencia del 17 de diciembre de 1970, 

lnternationale Handelsgesellschaft, as.11/70, Rec. 
p.1125). 

- Con independencia de que tales actos nacionales 

sean anteriores o posteriores a los comunitarios 
(Sentencia Simmenthal, p.21 ). 

- En el supuesto de que se adoptara un<1 norma 
nacional incompatible con la norma comunitaria, 
el juez nacional tiene la obligación de aplicar 
íntegramente el Derecho Comunit<1rio y de prote­

ger los derechos que éste confiere a los particula­
res, inaplicando la norma interna sin perjuicio de 
que los poderes públicos competentes deban eli­
minar las normas internas incompatibles pudien­
do adoptar, en su caso, las medidas cautelares a 
fin de tutelar efectivamente los derechos de los 
particulares, pudiendo llegar a suspender la a pi i­
cación de la ley nacional (STjCE de 19.6.90, 
Factortame, C-213/89, Rec. p.l-2433). 

Las consecuencias derivadas de este principio van a 
ser que las normas comunitarias de efecto directo en 

tanto parte integrantes, con rango de prioridad, del 
ordenamiento jurídico aplicable en el territorio de 
cada uno de los Estados miembros, deber,'ín ser 

aplicadas apenas entran en vigor, a pes,n de la 
eventual preexistencia de una ley nacional incompa­
tible, y durante todo el período en el que siguen en 
vigor, a pesar de la adopción ulterior de una ley 
incomp<1tible. 

En este sentido, el TJCE, en su Sentencia Simmenthal, 
ya mencionada, señaló: 

"16. Que, ... , en virtud del principio de la prim;1cía del 
Derecho comunitario, las disposiciones del Tratado y 
los actos de lc1s instituciones directamente aplicables 
tienen por efecto, en sus relaciones con el Derecho 

interno de los Estados miembros, no sólo hacer 
inaplicable de pleno Derecho, por el hecho mismo de 

su entrada en vigor, toda disposición contraria de la 
legislación nacional existente, sino también -en cuan­

to que estas disposiciones y actos forman parte inte­
grante, con rango de prioridad, del ordenamiento 
jurídico aplicable en el territorio de cada uno de los 

Estados miembros-, impedir la adopción válida de 
nuevos actos legislativos nacion<1les en Id medida en 

que éstos fueran incompatibles con normas comuni­

tarias. 

21. Que ... todo juez nacion<1l, ante el que se recurre 
en el marco de su competencia, tiene Id obligación de 



aplicar íntegramente el Derecho comunitario y de 
proteger los derechos que éste confiere a los particu­

lares, dejando sin aplicación toda disposición even­
tualmente contraria de la ley nacional, ya sea ésta 
anterior o posterior a la norma comunitaria; 

24. Que ... el juez nacional encargado de aplicar, en el 
marco de su competencia, las disposiciones del Dere­
cho Comunitario, tiene la obligación de asegurar el 
pleno efecto de estas normas dejando inaplicada si 
fuera necesario, en virtud de su propia autoridad, toda 
disposición contraria de la legislación nacional, in­
cluso posterior, sin que para ello tenga que pedir o 
esper<Jr su previa eliminación por vía legislativa o por 

cualquier otro procedimiento constitucional;". 

De la lectura de esta resolución judicial se extrae con 

claridad que la primacía de las normas comunitarias 
sobre las normas internas que se les opongan no lleva 
consigo la nulidad de estas, sino sólo su inaplicabilidad 

en el caso de colisión. Ante una eventualidad de este 
tipo, el juez nacional h<1brá de dejar sin aplicación, en 
virtud de su propia autoridad (la que le otorga el 

Derecho Comunitario), toda disposición contraria de 
la ley n.1cional, ya sea anterior o posterior a la norma 
comunildria, sin que por ello tenga que pedir o 

esper<Jr, como decía, su previa eliminación por vía 
legisi<Jtiv.l o por cualquier otro procedimiento consti­

tucion.JI. El juez pues, no deroga ni declara inconsti­
tucion,ll la norma n,¡cional contraria, declara su 

in<~plicación cumpliendo su obligación de aplicar 
íntcgr<~mente el Derecho Comunitario y proteger los 

dervchos que éste confiere a los particulares. Si, 

pong.lmos por c1so, el juez nacional fuese un juez 
espar-101, esto es cuando el litigio se plantee entre una 
ley internd españolé! (estdtal o autonómica) y el Dere­
cho Comunitario, el órgano jurisdiccional español no 
debe pl,mtear !,1 cuestión de inconstitucionalidad 
(<lllnque el legislativo haya vioi<Jdo el artículo 96.1 de 
l.1 Constitución), sino dejar inaplicada la ley interna y 
dict,lr sentencia coniorme <> la norm,¡ comunitari<J. 
EsLHí,mws pues, en este caso, ante una forma de 
s,mc:ión mínim,1 contra esa norma interna, puesto que 

l.1 inaplic.ÜJiliddd no produce los efectos generales de 

la ckrog,JCión y !.1 norma continúa siendo é!plicable a 
los c.1sos no cubiertos por la norma comunitariél. 
Ahora bien, !.1 permanencia de esta norma nacional 
puede ser fuente de conflictos y puede que sea nece­
S.!rio ,1dopt.1r l.1s medid,1s neces<Jri<Js para su elimina­
ción. En este sentido, el TJCE (Sentencia del15.1 0.85, 

Comisión c. Italia, 1 GS/85; del 24 de marzo de 1988, 

Comisión c. lt,lli.!, 1 04/86) ha entendido que existe 

incumplimiento cuando un Estado mantiene formal­
mente ¡~n vigor una norma contraria al ordenamiento 

comunit,Hio, aunque no la aplique. 

El Derecho de la lntegraci~óll 

El TJCE, en su Sentencia del 22 de octubre de 1998, 
IN.CO.GE., C-1 O y C-22/97, matiza la jurisprudencia 

Simmenthal, Debus, Levyy Sol red, afirmando que "no 
puede deducirse que la incompatibilidad con el De­
recho comunitario de una norma de Derecho nacio­
nal posterior produzca el efecto de determinar la 
inexistencia de ésta. Ante semejante situación, el juez 
nacional está obligado, en cambio, a descartar la 
aplicación de esa norma, en la inteligencia de que estcl 
obligación no limita la facultad de los órganos juris­
diccionales nacionales competentes para a pi icar, entre 
los distintos procedimientos del ordenamiento jurídi­
co interno, aquellos que sean apropiados para salva­
guardar los derechos individuales reconocidos por el 

Derecho comunitario". 

Los efectos derivados de este principio van a variar 

según que la ley nacional sea anterior o posterior a la 
norma comunitaria. En el primer caso, J¡¡s normas 
nacionales son inaplicables de pleno derecho. En el 

segundo, la primacía tiene por efecto "impedir la 
formación válida de unos actos legislativos naciona­
les en la medida en que serían incompatibles con 

normas comunitarias anteriores". 

Por otro lado, la obligación de inaplicar la norma 

interna incompatible, atañe no sólo a los jueces, sino 
a todos los poderes públicos, incluidas las administra­

ciones autonómicas y locales, como estableció el 
TJCE en su Sentencia de 22 de junio de 1989, asunto 

Constanzo (as.1 03/88, Rec. p.1839): 

"30. Si los particulares están legitimados para ... invocar 

lo dispuesto en una directiva ante los órganos jurisdic­
cionales nacionales, es porque las obligaciones con­
templadas en la misma se imponen a todas las autori­
dades de los Estados miembros. 

31. Sería ... contradictorio considerar a los p<~rticu­
lares legitimados para invocar ante los órganos 

jurisdiccionales nacionales, y en contra de la admi­
nistración pública, las disposiciones de una direc­

tiva ... ; y estim<1r, no obstante, que a la referid.1 
administración pública no le incumbe la obligación 

de aplicar la directiva y de inaplicar las disposicio­
nes de Derecho nacional que las infrinjan. De lo 
dicho se desprende que, cu<~ndo se den los requisi­
tos exigidos por la doctrina jurisprudencia! de este 
Tribunal para que los particulares puedan invocar 
las disposiciones de una directiva ante los órganos 

jurisdiccionales nacionales, todos los órganos de la 
administración pública, incluso los no integrados 

en la administración central, como puede ser el 

caso de un municipio, están obligados a aplicar 

dichas disposiciones". 
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L,1 Administración, pues, puede estar facultada o 

incluso obligada a inaplicar el Derecho interno on­

trariu: El Derecho Comunitario se integra en el orde­
namiento JUrídico interno; tiene primacía sobre el 

Derecho de los Estados miembros y todas las autorida­

des est<Jtales, dutonómicas y locales están, en princi­

pio, oblig,1das a adoptar un comportamiento confor­

me <JI Derecho Comunitario. 

Como ,1dvcrtí,1mos en páginas precedentes, la efica­

ci,1 de este principio depende de la actitud de los 

jueces nacionales. En un Derecho como el comunita­

rio, que se integra en el sistema jurídico de los Estados 

miembros, y cuyos destinatarios no son solo los Esta­

dos y L1s lnstitucionPs sino también los particulares, 

quienes pueden invocarlo ante sus jurisdicciones, es 
imprescindible que los jueces nacionales participen 

en la a pi ic.Kión judicial del mismo. A ellos correspon­

de, en vi rtucl del principio de cooperación establecido 
en el artículo 1 O Tratado CE (antiguo artículo 5), 

proporcionar la protección jurídica que se deriva para 

los justici.1bles del efecto directo de las disposiciones 
del Derecho comunit,nio (STJCE del 19 de junio de 

1 'JfJO, f ,lCtortame, C-2 1 :l/89). 

esto ,lfldde und GHdC:terística diferenciadord al Dere­

cho Comunit,uio Europeo respecto de otros ordena­

mientos jurídicos de Org<Jnizaciones Internacionales. 

En eqe sentido, un elemento jurídico propio ,1 un 

proceso clVclnz,Jdo de integr,Kión es que los jueces 

nc~cion,lles se trzmsforman en jueces naturc1les u ordi­

n<~rios clt•IDerecho Comunitario, lo que les convierte 

en ur1c1 piez,¡ cl;¡ve c1 l,1 hora de garantizar la aplica­

ción del Ordenc1miento Comunit,nio. Ello no significa 

que ;¡J incorpordrse un Estado a la UE deba adaptar su 

estructur,1 JUrisdiccion,11, tal proceder no es necesario 
~i rPcorcLm10s corno los Tratados constitutivos consa­

gr,tn l'l principio de respeto de la identidad de los 
Est;Jdos miembros, esto es de la autonomía institucio­

n,¡J del mismo. Ahorc1 bien, el juez nacional se con­

vi(•rtc• ('n JUC'Z comunit,nio, y por tanto ddw aplicar, 

conforme d esta n,1tur,deza, el Derecho Comunitario. 

f_r1 rl"Llción con ello, cabe advertir que el juez nacio­

ncJI, cu.1ndo desemper1a esta función, lo hace por la 

autorid,Hl que le coníiere el Derecho Comunitario y 
en los ,'1mhitos en los que los Estados han cedido el 

Pj('rcicio dP competencias a las Instituciones comuni­

t,Jricls. De este modo, lc1 situación de los jueces nacio­

ncJies cl(•ntro del sistemd jurídico interno del Estado y 

cl(•l p.lf)('l que l.1s Constituciones nc1cionales le reserva 

;,e vc1 ;¡ ver dÍC'Ctddu. 

De !,1 doctrinc1 scnt,HJ1 por la jurisprudencia del TJ(E se 

extr,w Id irnport,mcicl que se le atribuye en el sistema 
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judicial comunitario al juez nacional, al permitirle 
controlar la "comunitariedad" de su legislación nacio­

nal, que modifica de hecho el sistema constitucional de 
los Estados miembros, máximo cuando el Tribunal de 

Luxemburgo invita a "todo juez nacional competente" 

a dejar inaplicada "por su propia autoridad", cualquier 
ley estatal, incluso posterior, incompatible con el De­

recho Comunitario, sin que tenga que pedir o esperar 

su eliminación previa, por vía legislativa o por cual­

quier otro procedimiento constitucional. 

Este papel de juez de derecho común que desempeña 

el juez nacional, al que le incumbe la aplicación 

judicial de las normas comunitarias, le viene atribuido 

por el Derecho Comunitario y no por el Derecho 

constituciona 1 del Estado miembro. De maner,1 que su 
dctuación, dejando inaplicada una norma n<~cional 

contraria al Derecho Comunitario, no constituye una 

actividad de control de la constitucionalidad de la 

misma. En efecto, aquella inaplicación se efectCJa en 

un marco "paraconstitucional", esto es, fuera del 

ámbito cubierto por la Constitución, si esto no fuera 

así, el único control posible sería el efectu,1do por el 

Tribunal Constituciondl, lo que de hecho no ocurre. 

En efecto, la aplicación judicial del Derecho Comuni­

tario sólo tiene lugar en los :imbitos en los que, 

voluntariamente, el Estado miembro ced i(J el ejercicio 

de sus competencids sober,1n,1s y <~1 cederla posihilitc1 

que en ellos el juez nacional se conviert,l en juez 

comunitario y garantice el cumplimiento de l,1s nor­

mas que conforman este Ordenamiento. Por poner un 

ejemplo, que me es cercano, pues se trata de una 

resolución del Tribunal Constitucion,ll Espdr1ol, se 

puede h,1cer mención, entre otras, a Id Sentencid 28/ 

1991, del 14 de febrero ck 19<J1, dict,ldd en un 

recurso de i nconstituciona 1 idad interpuesto por el 
Parlamento V,1sco contrd J,¡ Ley Org,1nica 1/1987, del 

2 de abril, que introdujo modiíic,1ciones Pn l,1 Ley 

Org:inica sobre Régimen Elector.1l Cenera!, p,na lc1 

regulación de las elecciones ,11 Parl,lllwnto Europeo, 

donde al valorarse l,1 l,llxn en Pste terreno de los 

jueces ordinarios ndciunales, reconoce que: "en esc1 

labor de los órganos judicic1les ordinarios, en su c1so 

mediatiz,¡cJa por el Tribun,1l de justicia, ningunc~ inter­

vención puede tener este Tribunal Constitucional c1 

través de la cuestión de inconstitucionalidad que en 

su caso intentaran promover aquellos, pues, tratcindo­
sc de verificar únic1nwnte la acomod,1ción de una 

norma nacional a otrd del Derecho Comunit,uio Eu­

ropeo, la primc~cía de éste exige que sean sólo aque­

llos órganos los ll,lm,ldos ,1 asegurar direct,mwnte 1,~ 

efectividad de tc1l Derecho". 

Una Sentenci,1 posterior del Tribun<~l Constitucional 

Español viene a coníirmar esta interpret<~ción, al esti-



mar que no le corresponde controlar la adecuación de 

las actividades de los poderes públicos nacionales al 

Derecho Comunitario Europeo, sino que "este control 

compete a los órganos de la jurisdicción ordinaria, en 

cuanto aplicadores que son del ordenamiento comu­

nitario" (STC, del22 de marzo de 1991 64/1991, BOE 

del 24 de abril). 

De este modo, el juez nacional, actuando bajo la 
,JUtoricL!d que le confiere el Derecho Comunitario. va 

a poder dejar inaplicdda una norma nacional contra­

rid a otra comunitaria, sin tener que esperar a su previa 

derog,JCión iormal o a que sea declarada inconstitu­

cion,¡l. Si me permiten acercarme a la realidad jurídi­

cd espar1old, Cdbría ar1adir que la cuestión de 

inconstitucion<~lid<~d contempladc~ en el artículo 163 

de Id Constitución esp<111ola no tiene cabida en estos 

supuestos. 

Ahora bil'n, si un juez nacional puede dejar inaplicada 
un;¡ norm;¡ ndciondl contraria a und norma comunita­

ri,l, lo que no puede, pues no lo autoriza el Derecho 
Cornunit<~rio, es controlar la legalidad de los actos y 

r1orm,¡s comunit,Hias, pues tdl control está reservado 

con cH,íctt·r exclusivo c~l Tribunal de justicia de las 

ComunicLJdt•s Europe,Js, y c'n ciertos casos, ,¡l Trihun,JI 

ele Prinwr,¡ lnst,mcia !artículos 230 y 234 bJ del 

Trdt,Jdo CE!. En este sentido, la juris¡nudcncia del 

TjC:E t'S ciMa; así, el Trrbundl ele~ Luxemburgo h,¡ 

expl i c,1clo como los órg,mos J uri sd i cci o na les internos 

"pueden exdmin<~r Id validl~Z de un acto comunitario 

y, si 110 Pncuentran iundddos los motivos de irw<Jiidez 

que l,1s p,Htcs aleg,1n ante ellos, desestimarlos con­

cluyendo que el acto es plcndrnente v:1lido", y,¡ que, 

,¡l ,¡ctudr de estP modo, no enjuici,mla existencid dt>l 

,1cto comunitdrio; ar1,1diendo que "en cJmbio, no 

tienen Id facultMl de decldrar inválidos los actos de l,¡s 

instituciones cornunit,Hids", tdl competencia reside 

con car,ícter exclusivo en el TJCE (Sentencids del 22 
dt' octubre de 1987, Foto-Frost, 314/135, Rec. p.419l); 

y del 22 de felnero de 1990, Busseni, C-221/88, 1\.ec. 

p.l-49'iJ. 

En resumen, l,1 ,¡utoriddd que le confiere el Derecho 

Cornunitdrio permite al juez nacional que se ve con­

irontHlo d Id <~plicdción judici,ll de una disposición 

comunit,Hid que puede estar en conflicto con una 

nurm,1 n,lciotldl, ,l(lopt<~r alguna de estas cinco solu­

ciorws: 

~ Aplicn directanwr1le l<1 norma comunitaria invo­

c,¡cLJ en sustitución de la norma interna clescarta­

dd, si es técnicamente apu para ello por su efecto 

directo y el grado de contrariedad entre ambas lo 

justific1; 

_____ El Derech_o_~e la Integración 

apreciar el parámetro de conformidad de la norrna 
rnterna con l,1 comunitaria, procediendo en l,1 

medida de lo posible a una "interpretación con·· 

rorrne"; 

podrc'i, si así se le solicita, apreciar la posible 
responsabi 1 idad del Estado infractor por los dc~r1os 

ocasionados a los particulares, bajo las rrguros<~s 

condiciones establecidas por la jurispruder1Cid 
comunitaria; 

podr{l o deber<í, según el caso, plantear una cues­

tión prcjudicial en interpretación dnte el Tri­

bunc~l de justicia Comunitario, si de la jurispru­

dencic~ comunitaria no se derivd una solucrt'm 

interpretativa cierta expresada para casos sirnil,¡­

res; y 

~ podr,í también adoptar medidas provisionaiPs y 

suspender cautelarmente la norma interne~ dplica­

ble, en espera de la decisión del Tribunal de 

lusticia de las Comunidades Europeas. 

Si nos adentramos ahor,¡ en la aplicdciún judicidl del 

Derecho Comunit,lrio por los jueces n,Kion<~lcs de los 

Estddos miembros, lo que llama en primer lug,n 1.1 

atención, es que tal élplicdción transcurre en gerwr.1l 

con normalid,1d, que, en mayor o menor medid,1, y 

según los Estados miembros se ,¡cuele, en Cdso dt• 

duda, al mecanismo de la rcmisiún prejudicial, y que 

los abogados europeos, despu(•s de tantos años rk 

íuncionamiento del sistern,¡ comunit.1rio europeo, 

están informados de maner;¡, por lo general, bastante 

satisíactori.1. 

Como hacer un estudio de todos los Derechos irltPr­

nos carecería de sentido, me voy a n·nirme al quP nw 
es mJS f;¡miliar, esto es al esp;1ñol. rspdt-ld q• ,ldhirr(¡ 

d 1 as Comunidades e u rop(-'dS en 19135, i ntern,lllH'ntc L1 
víc1 que posibilitaba tdl incorporaciún fue el ;ntículo 

en de la Constitución espanola. En ell,¡ se est1blecC' 

que medic~nte ley orgcÍnica se podr,í dUtoriz,n 1,¡ 

celebración de tratddos por los que se atribuye a tllld 

Organización Internacional el e¡ercicro de compPtcn­

cias derivadas de la Constitución. Ello se con e rct(J en 

Id Ley org{mica 10/1985, del 2 de <1gosto, por l,1 que 

se autorizó la adhesión de Espana a las Comunidarks 

Europeds. Desde entonces, han habido cambios en 

estc~s Organizaciones, Id celebración de los Tr,¡t,¡dos 

de Maastricht en 1992 y de Amsterdarn en 1997, 

fueron c1 su vez acompar1ados, en el m,11co cspdr1ol, 

por la adopción de senda~ leyes or~:mic,1s dutoriz,m­

do la ratiiicKión de los mismos. Ahor,1 bien, todas 

estas leyes son meramente proccdimentales, y no 

contienen ninguna referencia a los principios que 
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gobiernan las relaciones del Derecho interno español 
con el comunitario. Ante este silencio, los jueces 
españoles han acudido al propio Derecho comunita­
rio, a la jurisprudencia del TJCE y al artículo 93, para 

sentar los principios de la primacía y el efecto directo 
de las normas comunitarias. 

Numerosas son las resoluciones de los órganos juris­
diccionales españoles en los que se ha incluido una 
aplicación correcta de la primacía y de la eficacia 
directa de lds normas comunitarias. Su enumeración 
desborcb los objetivos de estas páginas, pero quiero, 

simplemente, mencionar cómo los jueces españoles 
hacen descansar tales principios en la cesión parcial 

de soberanía que supone la adhesión de España a la 

Comunidades, y cómo estiman que al plantearse los 
conflictos de normas no les será exigible el formular 
un,1 cuestión de inconstitucionalidad para dejar 
inaplicada la norma estatal [TS (Sala 3") en una 
Sentencia del28 de abril de 1987; TS (Sala Y) Senten­

cia del 24 de abril de 1990; Sentencia del 16 de 
diciembre de 1986 de la Sala Primera de la Audiencia 
Territorial de Barcelona, en relación con los artículos 
7,52 y 60 del TCEE. Tc1mbién la Sentencia del 18 de 

febrero de 1988 de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de la Audiencia Territorial de GKeres resal­

t.Jia primacía del Derecho comunitario, incluso sobre 
el Derecho constitucional interno, en un caso de 
adjudicación de la ejecución de obras en el que se 
hace aplicación del artículo 29 de la Directiva del 
Consejo 71/305/CEE, del 26 de julio de 1971, etc.]. 

Problemas particulares han generado la interpretación, 

por los jueces españoles, de la eficacia jurídica de las 
directivas comunitarias, y ello por su especial naturale­
za y por la complejidad de la jurisprudencia del propio 
TJCE. Ello es comprensible, porque nos encontramos 
dnte actos jurídicos que, en principio, no producen 
dcctos directos y que, al imponer obligaciones de 
resultddo, precisan de la intervención normativa del 
Estddo miembro destinatario, para transformarla en 
Derecho interno. En relación con ellas, hay ejemplos 
muy diversos en la práctica judicial española, algunos 
donde se ha definido con claridad los efectos de las 

dirc"ctivas (TS, Sentencia del 6 de marzo de 1995), en 

otros se ha confundido dichos efectos con los de los 
regi;Hnentos (TS, Sentencias del 17 y 24 de abril de 

1991 ), en otros, en fin, se cometen imprecisiones a la 
hora de valorar Id precisión e incondicionalidad de una 

disposición de una directiva no transpuesta para que 
pueda producir efecto directo (TS, Sentencia del 13 de 

¡ulio de 1991 ). En estos últimos supuestos, y ante la 

existencia de dudas razonables en cuanto al sentido de 

l,1 normc1 comunitari,l, lo adecuado hubiera sido acudir 

al TJCE planteando alguna cuestión prejudicial sobre la 
interpretación de la mismas internas. 
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Podría suscitarse, respecto a esta afirmación, la duda 
sobre la viabilidad de una aplicación uniforme del 
Derecho Comunitario en los quince Estados miem­
bros de la UE, cuando su a pi icación judicial depende, 
en buena medida, de la actuación de los jueces 
nacionales que, confrontados a los problemas de 
aplicación de normas comunitarias podrían adoptar 
soluciones dispares. Este peligro se ha alejado dentro 
del Sistema Comunitario Europeo, introduciendo un 
mecanismo procesal de cooperación entre los jueces 
nacionales y el TjCE, constituido por Id remisión 
prejudicial. En este sentido, cabe afirmar que el meca­

nismo prejudicial es un elemento esencial en el pro­
ceso de integración comunitario y un instrumento 
clave en la integración jurídica. 

Ésta sería la vía que se ajusta a la ortodoxia comuni­
taria, y a ella han acudido los jueces españoles en 
diversas ocasiones para determinar el alcance de la 
norma comunitaria y poder aplicarla en el ámbito 
jurídico nacional. Así, desde que el 21 de marzo de 

1986 se planteó la primera cuestión prejudicial, estos 
incidentes procesales se han ido incrementado y se ha 
ido mejorZtndo la redacción de los autos nacionales 

conteniéndolas así como su propia formulación. Por 
otra parte, simplemente añadir que algunos inciden­

tes prejudiciales planteados desde España han dado 
lugar a sentencias de gran caiJdo para el ordenamien­
to jurídico europeo. Valgan como muestra las senten­

cias del TJCE dell3 de noviembre de 1990 (Marleasing); 
del 7 de julio de 1992 (Micheletti); del 16 de diciem­

bre de 1993 (FOCASA) y del 23 de febrero de 1995 
([3ordessa). 

También es cierto que los tribunales españoles, en 
concreto el Tribunal Supremo, en ocasiones ha recha­
zado la presentación de estas cuestiones prejudicia les, 
al amparo de la denominc1da doctrina del "acto claro", 
acogida en la jurisprudencia comunitaria en la STJCE 
del 6 de octubre de 1982, CILFIT. Ahora bien, esta 
aplic.JCión por los jueces nacionales de la menciona­
da doctrina puede suponer un ataque al derecho de 

los particulares a ver dsegurada una tutela judici,ll 
efectiva. 

En reldción con ello, cabe recordar que el artículo 234 

del Tratado CE, establece con claridad que la compe­
tencia judicidl para interpretar el Derecho Comunita­
rio corresponde con carácter exclusivo al TJCE, y que 
los órganos jurisdiccionales nacionales, que deciden 

en C1ltima instancia, están obligados a someterle la 
interpretación de las normas jurídicas comunitarias, 

con las que tengan que resolver los procesos, que se 
les hubiesen planteddo. Sólo no será necesario u ti 1 izar 
la remisión prejudicial cuando exista, respecto de la 



norma comunitaria a aplicar, una jurisprudencia con­
solidada o cuando los términos claros del precepto se 
impongan, con tal evidencia, que hagan inútil, por 
superflua, la consulta prejudicial. 

Por tanto, invocación de la doctrina del acto claro por 
los Tribunales de última instancia de los Estados 

miembros ha de hacerse con cuidado, ya que puede 
causar un grave perjuicio a la uniformidad del Dere­
cho Comunitario, y además, como decía, vulnerar el 
derecho fundamental al juez legal que, a los ciudada­
nos europeos, reconocen sus sistemas constituciona­
les (artículo 24 de la Constitución española) y el 
Convenio de Roma de 1950). Por consiguiente, el no 

planteamiento de la cuestión prejudical, cuando haya 
obligación de hacerlo, y la consiguiente vulneración 
del derecho fundamental al juez legal, es sancionable 

a nivel interno a través del recurso de amparo por el 
Tribunal Constitucional. Esta posibilidad ha sido ex­
presamente admitida por el Tribunal Constitucional 
Alemán (Sentencia del 22 octubre de 1986), mientras 

que en España, el Tribunal Constitucional ha dictado 
v,nios pronunciamientos denegando en determina­

dos casos la vía del recurso de amparo por esta razón, 
pero sin descartarlo para supuestos extremos y excep­
cionales (Auto del4 de octubre de 1993; STC 180/93, 

del 31 de m,lyo). Mientras que, a nivel comunitario, 

cabría pensar en la posibilidad de presentar una queja 
a la Comisión Europea para que iniciara un procedi­
miento de incumplimiento contra el Estado en el que 
un órgano jurisdiccional no acude a la vía prejudicial 

cuando así lo establece el Derecho Comunitario (ar­

tículos 1 O y 234 del TCE). 

Mdyores susceptibilidddes jurídico-políticas hacen 
nacer los hipotéticos conflictos entre normas comuni­
tarias y normas constitucionales de los Estados miem­
bros. Como ha destacado el actual Presidente del 

TJCE, el Juez Rodríguez Iglesias, el reconocimiento de 
la primacía del Derecho Comunitario sobre el Dere­
cho interno por parte de los Tribunales constituciona­

les de los Estados miembros no se extiende al carácter 
absoluto e incondicional con que dicha primacía 

aparece concebida en la jurisprudencia del Tribunal 
de )ustici,l de las Comunidades Europeas. En particu­
lar, ningCm tribunal constitucional ha reconocido la 
primacía del Derecho comunitario sobre el propio 
derecho constitucional, lo que no es sorprendente, 

puesto que la función esencial de los Tribunales 
Constitucionales es precisamente la garantía jurisdic­

cional de la supremacía de la Constitución, suprema­

cí,l que constituye el presupuesto de la existencia de 

un control de constitucionalidad. Sin afirmar con 

carácter general la supremacía de la Constitución 
sobre el Derecho Comunitario, los Tribunales Consti-

El Derecho de la lntegr~~ión 

tucionales han definido ciertos límites constituciona­
les a la eficacia de las normas comunitarias. Así, en el 
caso de Alemania respecto de los derechos funda­
mentales (Sentencia Solange Beschluss), en la que el 

Tribunal Constitucional Federal se declaró competen­
te para ejercer un control de constitucionalidad sobre 
actos de derecho comunitario derivado, línea modifi­

cada en la Sentencia Solange JI al reconocerse que los 
derechos fundamentales han alcanzado en el ámbito 
comunitario un nivel de protección adecuado. En 
Italia, la jurisprudencia constitucional ha identificado 
como límites eventuales a la eficacia de las normas 
comunitarias los principios fundamentales del orde­
namiento constitucional y los derechos inalienables 

de la persona humana, poniendo, sin embargo, de 
relieve el carácter hipotético e improbable de una 
contradicción entre las normas comunitarias y tales 

principios o derechos. Esta reserva hipotética de 
constitucionalidad fue formulada en la sentencia 
Frontini y reiterada en la sentencia Granital, dejando 

claro que si el conflicto se realiza, el control de 
constitucionalidad no puede afectar a las normas del 
Derecho Comunitario sino a la ley de ejecución del 

Tratado. Esta reserva de constitucionalidad se ha 
actuado en la sentencia Fragd de 1989. 

Si, de nuevo, volvemos la vista a la práctica española, 
vemos cómo han habido casos en los que el Tribunal 
Constitucional Español se ha enfrentado, directa o 
indirectamente, con estas cuestiones. Así, en un asun­
to ya mencionado, el relativo a un recurso de incons­

titucional interpuesto por el Parlamento Vasco (STC 
28/91, del 14 de febrero), la Alta Instancia sostiene 
que el Derecho Comunitario no puede servir como 
parámetro de la constitucionalidad del Derecho inter­
no, y que el conflicto entre una norma comunitaria y 
una norma interna carece de relevancia constitucio­
nal. Añadiendo que la pertenencia a las Comunidades 

Europeas «no significa que, por medio del artículo 93, 
se haya dotado a las normas del derecho comunitario 

europeo de rango y fuerza constitucionales, ni quiere 

en modo alguno decir que la eventual infracción de 
aquellas normas por una disposición espar1ola entrañe 
necesariamente a la vez una conculcación del citado 

artículo 93 de la Constitución». 

Coñ1o ha escrito Araceli Manga, comentando este 
pronunciamiento, la sentencia rehúsa justificadamente 
el control de constitucionalidad de una ley interna por 
violación de una norma comunitaria, pero no acierta 

cuando considera que, en tal caso, no hay infracción 

de la Constitución, pues no cabe duda de que si una 
disposición nacional se opone al Derecho Comunita­

rio, la atribución de competencias que prescribe el 
artículo 93 quedará afectada, aunque sólo sea indirec-
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tamente. En este sentido, el Parlamento Espai1ol :las 
CortPsl infringe la Constitución cuando aprueba una 
ley contraria a un Tratado Comunitario, como tCim­
bién la vulnera al aprobar una ley contraria a la 
Constitución. Lo que ocurre es que los Tratados que­
dan mejor protegidos que la propia Constitución, 

L,1 doctrina español<1 ha criticado, también, la califica­

cicm de iníraconstitucional del Derecho Comunitario 
que hace el Tribunal Español, pues refleja el descono­
cimiento de la naturaleza de este Ordenamiento jurí­

dico. En realidad, lo que intenta subrayar el Tribunal 

Constitucional, no es que el Derecho Comunitario 
esté por debajo de la Constitución, sino que los 
conflictos entre las normas comunitarias y las nacio­

nales no tienen naturaleza constitucional, y que en 
estos casos va a tener l<1 competencia la jurisdicción 
urd inaria p,na resolver dicho conflicto, con exclusión 
de l<1 competenci,1 del Tribunal Constitucional. 

Otros pronunciamientos del Tribunal Constituc:ion<1l 
Espdr1ol se apuntdn a esta línea de afirmar la irrelevancia 
constitucional de tales conflictos de normas, reiterán­

dose que «no corresponde al TC controlar la adecua­
ción de la ,1ctivicbd de los poderes públicos naciona­
les ,JI Derecho Comunitdrio Europeo. Este control 

compete a los órganos de la jurisdicción ordinaria, en 
c:u,mto <1plic1dores que son del ordenamiento comu­
nit,nio, y, en su caso, al Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas a tr,wés del recurso de incum­
plimiento>> (STC: 64/1991 del22 de marzo de 1991 en 

el ,Jsunto ;\PESCO; STC, Recurso de amparo núm. 
)5KJ/l)2, del 9 de diciembre de 1996). 

En fin, de id jurisprudencia constitucional española 
podrí<1 extraerse la consideración de par aconstitucional 
dcll )erecho C:omunitdrio, con lo que no se plantearíd 

un problt'md de jer,m¡uía y, consiguientemente, difí­
cilnwntc se podría hablar de conflicto. Estaríamos, de 
nuevo, frente a !,1 teoría de dos Ordenamientos jurídi­
cos dist1ntos pero coordinados. Las normas comunitd­

rids no son infraconstitucionales ni supraconstitucio­

n<lil's, son simplemente no constitucionales (ver, en 
l'StP scnt ido, la STC: 180/1 99 3 del 31 de mayo, en el 

,Jsunto FOCAS/\). 

Esto es, l,1s rel<1ciones entre el Derecho Comunitario y 
el Derecho Constitucional deben de partir de dos 
cLJtos: uno, que el Derecho Comunitario, en virtud de 
los Trdt,Jdos constitutivos vinculd a todos los órganos 
de los EsL1dos miembros, entre los que se incluyen 

n.Jturdlmente los Tribunales Constitucionales; otro, 

que Id misión específica de estos Tribundles es la de 

g,Jr,mtiz,Jr el respeto de la Constitución, no el del 

Derecho Comunitario. El carácter autónomo del De-
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recho Comunitario permite a sus normas escdpar a las 
exigencias constitucionales a que están sometidas las 

normas del Derecho interno y, en pdrticu lar, di control 
de constitucionalidad. Ahora bien, ambos Ordena­
mientos no se encuentran incomunicados y aislados, 
sino que están dbiertos a múltiples referencias mutuas, 
imbricdciones e influencids recíprocas. 

Hay, no obstante, un terreno donde lds susceptibi 1 ida­
des jurídicas se dcentúan, me refiero al de la protec­
ción de los derechos fundamentales, aquí la polémica 
entre Tribunales, fundamentalmente con el Tribunal 

Constitucional alemán y con el italiano fueron, como 
ya se indicaba, und constante en la historia de la 
integración comunitaria, aunque se ha llegddo a un 

cierto grado de entendimiento representado por el 
hecho de que estos Tribunales, sin abdicar de sus 
competencias pard el ejercicio de el control de 
constitucionalidad en relación con los actos internos 
de aplicación del Derecho Comunitario, renuncian a 
ejercerlo mientras id UE asegure para tales derechos 
una protección equivalente a Id que ofrece el propio 
sistema constitucional interno. 

En fin, una visión panorámicd de la dplicación judicial 
del Derecho Comunitario en los Estc1dos miemoros de 
la UE, drroja con claridad una aplicación respetuosa, 
en la mayor pdrte de los casos, del principio de !,1 
primacía de la norma comunitaria sobre !,1 nacional: 
así como la ausencia de conflicto constituc:iona 1 cu,m­
do Id colisión se opere entre aquella norma comuni­

tdria y una norma constituciondl, pues, t,1i cdso no se 

producirá al moverse ambas normas en planos jurídi­
cos paralelos pero no coincidentes: el comunitdrio y 
el constitucional. 

En este sentido, la aplicación del principio de prima­
cía por los jueces ndcionales europeos constituye un 
factor clave en el desarrollo del proceso de integrd­

ción comunitaria y lo identifica y diferenc:id de otros 
procesos similares que se dan en otras partes del 

mundo. 

CONSIDERACIONES FINALES 

El proceso de integración, desde la perspectiva del 
Derecho, significa que los Estados, por que se lo 
permiten sus propias Constituciones ndcion,Jies, han 
atribuido el ejercicio de competencia sobcrdnas d un 
nuevo sujeto interndcional, la Organización de inte­
gración. Que esta atribución se refiere ,1 materi.1s y 
ámoitos específicos, aunque no est,1ticos, sino sujetos 

a Id dinámica de todo proceso y a la ampliación de 
competencias en virtud ele los poderes implícitos de Id 

misma tal y como son determinados a trdvés de la 



actuación de los Tribunales de Justicia inspirados en 

una interpretación teleológicd y sistemática de los 

T r,1t,1dos constitutivos. 

Que estas competencias se concentran, por lo que se 

refiere c1 L1 UE, en el desarrollo del Mercado Interior 
Único, con sus 1 ibertddes y con su régimen de defensa 

de l,1 libre competencia, y se prolonga en los ámb1tos 

cubiertos por una plur,1lidad de políticas de distinta 

generación y alcance, tanto exclusivas, como com­

partidas, como complementarias corno, en fin, de 

mcrd coordinación. 

A la hord de valorar los avances de un proceso de 

integración, la clplicdción efectiva del principio de 
prirn,KÍd de la non11,1 comunit<lriil sobre lc1 norma 

nacion;ll constituye un elemento sumamente revela­
dor de Id madurez del sistema. En este sentido, su 

dplicJCión por los jueces nc~ciondlcs que son, a su vez, 
jueces ordinarios del Derecho Comunitario en los 

Estados miembros, Vd el ser absolutamente ci,JVe. Sólo 

en clC]Uel Lls Org,m izaciones donde ta 1 a pi icación sea 

normdl y cotidiana podremos afirmar la existencic1 de 

un rcc1l proceso de integración. En íin, y corno se h,1 

dicho por voces muy cJutorizadas, la primacía es un 

elemento existcncic1l en estos procesos. 

l'or otro I,Hio, Id imporlcmcia de las competl'ncicls 

,1tribuid,1s c1l,1 Organizc1cicín, l,l independenci,l de sus 

imtituciones, l,1 c1utonomí,1 del DerechoComunitc1rio, 

convierten el estos procesos en unos fenómenos 

institucion.1les nuevos y excepcior1ales dentro del 

p,lnor,llllcl intern.Jciondl. Ello ha llevado ,¡ discutir 

sobre su natur,1leza jurídicd, a deíender posturas 

enirent,1dc1s: intern,lCicmalist,ls y puramente naciond­
les. l)or mi p,nte, ,¡IJ,mdonando toda ide.1 ck que el 
proceso en sí deba indefectiblemente conducir el una 

__ __ __E:I ~ere~;:J:lo d_e la Integración 

Federación Europea, pensarnos que nos encontrarnos 

ante un modelo singular de Organización lntern,Kio­

nal, en la que participan unos Estados que cada ve? se• 

ven más condicionados por la misma, y para los que 

cada vez resulta más diíícil el retirarse dP ellc1 P, 

incluso en algunos casm, imposible sin previ,1 rdor­
ma de sus Constituciones internas (como en Francia o 

en Alemania). Pero, d pesar de ello, no dej;m de ser 

OrganizcJcio1ws lnternJcicmales, creadas por un T 1 el­

lado y no por una Constitución, y que es susceptible, 

en todo caso, de ser denunciado por sus Est,1dos 

partes. 

Esta es, en rni opinión, l,1 vía que viene siguiendo la UE 

desde aquél lejc1no 9 dt> mayo de l9,'i0. Tal vez, l,1 

t6cnica íuncionalista y la mec:mica integradora, como 

vimos, no sea y,1 suficiente par;1 satisfacer .Jdecuc~d,l-· 

mente las exigencia de la futura Europa. T,d vez, C'l 
proceso de integración europe,-1 hay,1 toec1do fondo y 
no pul'da seguir al ritmo actual con un,l UE c~mpli,1d,1 

a treinta países miembros y utiliz,mdo pc1r,1 ello los 

mismos mecanismos jurídicos que org,lniz,lf>cln la 

integración de los seis p;!Ísc~ que conform,ll>cln l,1 

"Pequeña Europa" originaria de esta ,¡venturc1 dl' 

cincuenta años. 

Frente a l'Sta situc1ción de Ícltiga institucionc1l, políticc1 

y jurícJicd, creo que, para poder seguir clVclllZcllldO en 

este proceso, sería nPces,lrio que l,1 actual Europc1 <k 

los Est,1dos Integrados diera el s,dto ¡uríclico y político 

haci,l la Federación de Estadm de Europ,1, pl'ro Ld 
salto, para que no se pmduzc1 sobre l'l v,Kío, h.1 de 

darse con el ,Kuerdo soberano de los Est,Hlos miem­

bros y en el marco de l,1 ei,ÜJordción de una Constitu­

ción europec1 en cuyc~ redacción c1clcmjs de las duto­

ridades gubernamentales estuvieran presentes los r<'­
presentantes de los pueulos c·uro¡x~os. 
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